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QUEJOsA y recurrente: **********.
PONENTE: MINISTRO ARTURO ZALDÍVAR LELO DE LARREA

SECRETARIo: mario gerardo AVANTE JUÁREZ

México, Distrito Federal. Acuerdo de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al día. 

Vo. Bo.
Señor Ministro

V I S T O S Y,

R E S U L T A N D O:
Cotejó: 

PRIMERO.- Demanda de amparo. Mediante escrito presentado el dieciséis de diciembre de dos mil trece
 ante la Oficina de Correspondencia Común en La Paz, Baja California Sur, **********, representante de la persona moral ********** solicitó el amparo y protección de la Justicia Federal en contra de las autoridades y por los actos que a continuación se especifican:
AUTORIDADES RESPONSABLES:
1) El Congreso de la Unión.

2) El Presidente de la República Mexicana.

ACTOS RECLAMADOS:
1) Del Congreso de la Unión: El proceso legislativo consistente en la discusión y aprobación de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, en específico, sus artículos 2 y 32, primer párrafo, fracción II, numerales que fueron publicados en el Diario Oficial de la Federación el diecisiete de octubre de dos mil doce y que alcanzaron su vigencia el treinta y uno de octubre del año en curso.
2) Del Presidente de la República: La promulgación de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, en específico, sus artículos 2 y 32, primer párrafo, fracción II, numerales que fueron publicados en el Diario Oficial de la Federación el diecisiete de octubre de dos mil doce y que alcanzaron su vigencia el treinta y uno de octubre del año en curso.
La quejosa invocó como preceptos constitucionales violados los artículos 1º, 5°, 14, 16 y 20, apartado b), fracción I de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
SEGUNDO.- Conceptos de violación. Los conceptos de violación que expresó el quejoso en su demanda de garantías se sintetizan a continuación:

En el primer concepto de violación la quejosa adujo que:
· El artículo 32, fracción II, de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones de Recursos de Procedencia Ilícita resulta contrario a los artículos 14 y 16 constitucionales, pues genera incertidumbre e inseguridad jurídica a la quejosa debido a que su contenido se contrapone con otra disposición federal de igual jerarquía, esto es, con los artículos 4º y 5º  de la Ley Monetaria de los Estados Unidos Mexicanos, situación que indudablemente contraría la Constitución.

·  Existe una antinomia entre lo previsto por los dos ordenamientos legales antes citados, lo que a su vez irrespeta las garantías de seguridad, legalidad y certeza jurídica consagradas en los artículos 14 y 16 constitucionales.
· Lo anterior en virtud de que por un lado, la Ley Monetaria permite recibir sin restricción alguna el pago a través de billetes, y como límite para el caso de las monedas, se tiene hasta el valor equivalente a cien de la misma denominación en un solo pago; por otro lado, la prohibición del uso de la moneda establecida en la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, depende del tipo de actividad realizada para determinar el monto límite que podrá ser usado libremente. 
· La Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita limita la utilización de billetes y monedas, pues solamente permite el uso de los mismos hasta la cantidad equivalente a tres mil doscientos diez veces el salario mínimo general vigente en el Distrito Federal.
· La quejosa se encuentra obligada al cumplimiento de ambas legislaciones, mismas que se contradicen entre sí, por lo que crean incertidumbre jurídica pues lo que una prohíbe, la otra permite.
· La anterior contradicción genera un estado de incertidumbre jurídica a la quejosa en clara contravención a sus garantías de legalidad y seguridad jurídica, conforme a la cual las normas deben permitir conocer la certeza de sus obligaciones, derechos y prohibiciones.
· En la tesis del Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito de rubro “LEYES. SU INCONSTITUCIONALIDAD PUEDE DERIVARSE DE LA CONTRADICCIÓN CON OTRA LEY, A TRAVÉS DE LA DEMOSTRACIÓN DE TRANSGRECIÓN A LA GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA POR LA NORMA APLICADA EN PERJUICIO DEL QUEJOSO” se establece la posibilidad de que una norma sea inconstitucional por la contradicción que se contenga en su texto respecto de otra ley de su misma jerarquía, siempre y cuando se demuestre la inseguridad jurídica que causa la aplicación de la norma reclamada. 
· En ese sentido, el artículo 32, fracción II, de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita es inconstitucional por transgredir la garantía se seguridad jurídica de la quejosa ya que antes de la entrada en vigor podía recibir como pago por la actividad comercial que realiza, sin mayores limitantes que las mencionadas en la Ley Monetaria la cantidad en efectivo que resultara por la venta de vehículos, situación que con la entrada en vigor de la prohibición de recibir billetes o monedas en su conjunto que rebasen el equivalente a tres mil doscientos diez salarios mínimos contenida en dicha ley, quebranta la seguridad jurídica de la quejosa, pues actualmente existen dos regulaciones que le son obligatorias y que regulan una misma situación siendo más gravosa la establecida en la última ley en cita.
· Además, las autoridades responsables transgredieron la Constitución con la creación de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita al provocar que subsista en tiempo y espacio junto con la Ley Monetaria, al ser normas contradictorias que generan incertidumbre jurídica.
· Por lo que, en virtud de la violación constitucional a las garantías de seguridad jurídica y legalidad, resulta procedente que se desincorpore de la esfera jurídica de la quejosa la norma reclamada.
En el segundo concepto de violación la quejosa sostuvo que:

· Las autoridades quebrantaron las garantías de legalidad y seguridad jurídica consagradas en los artículos 14 y 16 constitucionales, íntimamente relacionado con el derecho a realizar operaciones comerciales, pues con el artículo 32, fracción II, del ordenamiento legal antes citado se prohíbe la realización de operaciones comerciales equivalentes a tres mil doscientos diez días de salario en donde se pacte como forma de pago el efectivo; restricciones que tienen como base la posible utilización de recursos de procedencia ilícita, esto sin que previamente se indague al respecto, situación que se traduce en un quebranto a las garantías y derecho antes citados, pues la restricción en comento no cuenta con un sustento cierto y veraz.
· De los artículos 5º y 16 constitucionales se desprende la protección a las garantías de seguridad, legalidad y certeza jurídica respecto a la libertad de ejercer el comercio, siempre y cuando sea lícito, actividad que solamente podrá limitarse por determinación judicial.
· El contenido del artículo 32, fracción II, del ordenamiento legal multicitado se contrapone frontalmente con la Constitución al restringir las operaciones comerciales a las que se encuentra afecta la quejosa, pues le prohíbe realizar operaciones comerciales equivalente a tres mil doscientos diez veces el salario mínimo en el Distrito Federal, en donde se pacte como forma de pago el efectivo, restricción que limita irrefutablemente y sin motivo válido alguno el libre comercio, ya que dicha limitante tiene como génesis la prematura sospecha de que el dinero sea de procedencia ilícita, sin que previamente se investigue si realmente tal dinero tenga la procedencia que se presume tener.
· El artículo tildado de inconstitucional viola las garantías de seguridad, certeza y legalidad jurídicas, así como el artículo 5º constitucional, al prohibir de manera inconstitucional el ejercicio libre del comercio sin que medie una determinación judicial, por sospechas que los recursos que se utilizan pueden ser de procedencia ilícita, cuando por el contrario, la actividad a la que se ha dedicado la quejosa desde hace años es la compraventa de vehículos, que es totalmente lícita.
· Lo anterior en virtud de que dicho artículo prohíbe la libertad de comercio por suponer, previo a una investigación, que los recursos con los que se cubriría la operación pudieran ser de procedencia ilícita, por lo que se insiste en la inconstitucionalidad del artículo, pues el artículo 5º  constitucional permite el libre comercio siempre y cuando éste sea lícito y solamente reconoce a las determinaciones judiciales y gubernamentales o cuando dicha actividad ataque derechos de terceros como los medios a través de los cuales puede ser limitado; situación que en el caso no ocurre pues la venta de vehículos es totalmente lícito, no daña a terceros con su ejercicio ni mucho menos existía algún mandato judicial ni gubernamental que le restrinja a la quejosa su realización.
· La pretensión del artículo en estudio es futura e incierta, situación que no debiese ser impedimento para seguir ejerciendo el comercio.

En el tercer concepto de violación la quejosa manifestó que:

· Las autoridades responsables violan en perjuicio de la quejosa las garantías de legalidad y seguridad jurídica, así como el principio de presunción de inocencia que se encuentra tuteladas por los artículos 14 y 20, apartado B, fracción I, de la Constitución, pues a través de los artículos 2 y 32 de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita se pretende prohibir a la quejosa aceptar la liquidación o el pago de diversas operaciones mediante el uso de monedas y billetes, considerando de ante mano que dichas operaciones son realizadas con recursos de procedencia ilícita, sin que previamente se compruebe dicha situación, preceptos que resultan contrarios a las garantías y principios antes indicados.
· El principio de presunción de inocencia se refiere a reconocer inocente a una persona durante la secuela del procedimiento, y luego ser procesado y sentenciado y darle oportunidad de alegar en su defensa circunstancias ineludibles que demuestren su no culpabilidad.
· Dicho principio ha sido elevado a categoría de derecho humano fundamental tal como lo reconoce el artículo 8º de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. El principio constituye el derecho a recibir la consideración y el trato de no autor, o no partícipe, en hechos de carácter delictivo o análogos a éstos.

· De acuerdo con el principio de presunción de inocencia, el gobernado no está obligado a probar la licitud de su conducta cuando se le imputa la comisión de un delito, es decir no tiene la carga de probar su inocencia.
· En ese sentido, el Congreso de la Unión violentó el principio de presunción de inocencia ya que por medio de los artículos 2 y 32 de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, se prohíbe aceptar la liquidación o el pago de actos u operaciones mediante el uso de monedas y billetes, pues de antemano se considera que para la realización de dichos actos se involucran recursos de procedencia ilícita, sin que previamente se hubiere comprobado dicha situación, es decir, que en efecto, dicho efectivo resulte ser de recursos de procedencia ilícita, violentándose con tal actitud el principio de presunción de inocencia.
· Los artículos son inconstitucionales pues no obstante el principio de inocencia, se pretende señalar que todas las actividades indicadas en el artículo 32 si se pagan con billetes y monedas se considerará que provienen de recursos de procedencia ilícita, en virtud de que así se encuentra estipulado en el artículo 2º, ello sin que antes exista un procedimiento legal que emita una resolución en la que en efecto se señale que dichas actividades fueron realizadas con recursos de procedencia ilícita.
· Al prohibirse de antemano aceptar el pago o liquidación de los actos indicados en el artículo 32 mediante el uso de monedas y billetes, se considera que dicho pago se realiza con recursos de procedencia ilícita, violando con dicha actuación el principio de presunción de inocencia, pues como se indicó, dicho principio constituye el derecho a recibir la consideración y el trato de no autor o no partícipe en hechos de carácter delictivo o análogos a éstos; cuestión que pasó por alto el legislador, pues de manera totalmente contraria, estableció que únicamente por realizar los actos establecidos en el multicitado artículo 32 (liquidar o pagar, así como aceptar la liquidación o el pago), se considerará que dichas operaciones son realizadas con recursos de procedencia ilícita.
TERCERO.- Trámite del juicio de amparo. Mediante auto de dieciocho de diciembre de dos mil trece, el Juez Segundo de Distrito en el Estado admitió la demanda de amparo a trámite en contra de las diversas autoridades, la registró con el número ****/**** y ordenó el emplazamiento de las autoridades responsables.

Previos los trámites de ley, el Juez Segundo de Distrito en el Estado celebró la audiencia constitucional el siete de marzo de dos mil catorce en la que resolvió sobreseer en el juicio en contra de los actos reclamados por las autoridades precisadas en atención a las siguientes consideraciones:

· Se estima que el artículo 17, fracción VIII de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita es de naturaleza heteroaplicativa, toda vez que su sola vigencia no causa perjuicio alguno a la quejosa, sino que se necesita de un acto posterior de aplicación para que se origine tal perjuicio.
· Esto es así pues no basta que el gobernado se dedique de forma habitual a la comercialización o distribución de vehículos nuevos o usados, sino que resulta necesario que las operaciones que se realicen por dichos actos jurídicos, sean iguales o superiores al equivalente a tres mil doscientas diez veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal; situación que resulta condicionante para la aplicación en perjuicio de la quejosa del precepto legal antes citado; puesto que condiciona su aplicación a un requisito cuantitativo de realización incierta.
· Para que pudiera considerarse la norma reclamada como autoaplicativa, tal como lo pretende la quejosa, resultaba necesario que por su sola entrada en vigor le causara perjuicio a la promovente, circunstancia que en el caso no acontece, dado que la porción normativa reclamada condiciona su aplicación a un acto posterior que encuadre en la descripción legal prevista en dicho artículo.
· Por tanto, si no se actualizó el segundo de los supuestos (que la comercialización o distribución de tales vehículos sea con un valor igual o superior al equivalente a tres mil doscientas diez veces el salario mínimo, resulta que no existe individualización de lo dispuesto en la mencionada fracción VIII del artículo 17 del ordenamiento multicitado, menos aún de los artículos 2º y 32 de la citada legislación.
· Se estima lo anterior dado que tales porciones normativas sólo adquieren vigencia cuando la persona que se dedica a la actividad considerada como vulnerable en el artículo 17, fracción VIII de dicho ordenamiento legal, hubiera realizado alguna operación de forma habitual o profesional con un monto igual o superior al equivalente a las tres mil doscientas diez veces el salario mínimo.
· De lo que se sigue entonces que tales preceptos tengan el carácter de heteroaplicativos, dado que los mismos sólo pueden ser aplicados a la quejosa cuando se actualice en su esfera jurídica un acto de aplicación derivado de lo dispuesto en la fracción VIII del artículo 17 de la multicitada ley, con la condicionante de que la operación derivada de la comercialización o distribución de vehículos sea superior o igual a tres mil doscientas diez veces el salario mínimo.
· Por tanto, toda vez que la sola vigencia de los preceptos impugnados no trasciende inmediatamente en la esfera jurídica de los sujetos a los que se encuentra dirigida; el presente juicio de garantías resulta improcedente.
· No es óbice a lo anterior que la quejosa haya exhibido una factura que acredita que efectuó operaciones de compraventa de vehículos nuevos, toda vez  que tal documental, aun cuando demuestra la realización de la operación mercantil en ella consignada, no fue reclamada en la demanda de garantías como acto de aplicación respecto de los preceptos legales que cuestiona de inconstitucionales en la presente instancia. 

· Ello es así, porque este órgano de control constitucional no puede variar la pretensión deducida en la demanda de garantías respecto de la forma en que se ejerció la acción de amparo, esto es, si la quejosa combatió la norma reclamada con motivo de su sola entrada en vigor, sin que haya expuesto y reclamado el que a su juicio resulta ser el primer acto concreto de aplicación de la misma, ello no puede ser variado por este juzgador federal en sustitución de la quejosa, siendo que la existencia de un acto concreto de aplicación de los preceptos reclamados resultaba necesario para poder abordar el estudio sobre su constitucionalidad.
· Por otra parte, aun y cuando se interpretara la demanda en el sentido de que se reclama la inconstitucionalidad de los artículos 2º y 32 de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita con motivo del primer acto de aplicación, esto es como heteroaplicativa, apoyándose en la factura de veinte de noviembre de dos mil trece, lo cierto es que el acto reclamado constituye una acto consentido, y debido a ello, se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XIV de la Ley de Amparo.
· Lo anterior debido a que para efectos del juicio de amparo, si el gobernado reclama una ley heteroaplicativa (como sucede en el caso), deberá ser en virtud de su primer acto de aplicación y dentro del plazo de quince días siguientes; siendo que en el caso  la misma fue presentada en forma extemporánea, lo que ocasiona la actualización de la causa de improcedencia en estudio.
· En consecuencia, procede sobreseer en el presente juicio de amparo, en términos de lo dispuesto en el artículo 63, fracción V, de la Ley de Amparo.
CUARTO.- Interposición del recurso de revisión. Inconforme con la resolución anterior, la quejosa interpuso recurso de revisión, mediante escrito presentado el catorce de abril de dos mil catorce
 ante la Oficialía de Partes del Juzgado Segundo de Distrito en La Paz, Baja California Sur.
QUINTO.- Remisión al Tribunal Colegido en Turno. Por acuerdo de quince de abril de dos mil catorce
, el Juez Segundo de Distrito en el Estado tuvo por interpuesto el citado recurso y ordenó a la superioridad para su substanciación.
Mediante auto de veintisiete de mayo de dos mil catorce el Presidente del Tribunal Colegiado del Vigésimo Sexto Circuito admitió el recurso de revisión a trámite y lo registró con el número de amparo en revisión administrativo ***/****. 
En proveído de veintiséis de junio de dos mil catorce el Presidente del Tribunal Colegiado del Vigésimo Sexto Circuito ordenó remitir los autos originales del expediente a la Oficina de Correspondencia Común del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa.
El Presidente del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región tuvo por recibida la boleta de turno del amparo en revisión administrativo ***/**** a través de auto de siete de julio de dos mil catorce, por lo que se avocó al conocimiento de dicho asunto (cuaderno auxiliar ***/****).
Mediante acuerdo de veintitrés de septiembre de dos mil catorce
, el Presidente del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa,  tuvo por recibido el auto de cuatro del mismo mes y año dictado por el Tribunal Colegiado del Vigésimo Sexto Circuito mediante el cual se tuvo por no interpuesto el recurso de revisión adhesivo del Presidente de la República.
En auto de tres de octubre de dos mil catorce
 el Presidente del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa, en cumplimiento a lo previsto en el segundo párrafo del artículo 64 de la Ley de Amparo, ordenó la devolución del amparo en revisión administrativo ***/**** a fin de que se diera vista a la parte quejosa para que dentro del plazo de tres días manifestara lo que a su derecho conviniera respecto a la causal de improcedencia advertida por dicho órgano jurisdiccional
.
Una vez transcurrido el plazo de tres días sin que la parte quejosa formulara manifestación alguna respecto de la vista que se le mandó dar, mediante auto de treinta de octubre de dos mil catorce el Presidente del Tribunal Colegiado del Vigésimo Sexto Circuito, ordenó devolver el asunto al órgano auxiliar del conocimiento.
Seguidos los trámites legales, el veintisiete de noviembre de dos mil catorce
 el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región dictó sentencia en la que determinó modificar el fallo recurrido: por una parte, sobreseyó en el juicio de amparo por razones diversas a las señaladas por el Juez de Distrito, en lo que atañe al acto reclamado consistente en el artículo 2º de la Ley Federa para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita; y por otra parte, revocó el sobreseimiento en relación con el acto reclamado consistente en el artículo 32, primer párrafo, fracción II, de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, por lo que reservó jurisdicción a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para que resolviera dicho tema, en atención a las siguientes consideraciones:
· Resulta innecesario analizar los agravios expuestos que combaten el sobreseimiento decretado respecto del acto reclamado consistente en el artículos 2º de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita ya que este Tribunal Colegiado advierte que en la especie se actualiza una causal de improcedencia diversa y preponderante a la que examinó el juez de distrito, por lo cual se impone confirmar el sobreseimiento en el juicio de garantías. 
· De la demanda de amparo se advierte que la quejosa acudió al juicio biinstancial a reclamar la inconstitucionalidad de los artículos 2 y 32, primer párrafo, fracción II de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, al estimar que dicha ley es de carácter autoaplicativo, pues desde su entrada en vigor vinculó a la quejosa a su cumplimiento, sin necesitar un acto concreto de aplicación.

· En el fallo recurrido el Juez de Distrito determinó sobreseer en el juicio al estimar actualizada la causal de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XII de la Ley de Amparo, bajo el argumento de que las normas tildados de inconstitucionales tenían naturaleza heteroaplicativa, es decir, requerían de un acto concreto de aplicación y que no se reclamó tal acto.

· Consideró que se actualizaba una causal de improcedencia diversa a la que estimó el A quo. Estimó que en el caso del artículo 2º del ordenamiento multicitado, se actualizaba la causal de improcedencia establecida en el artículo 61, fracción XIV de la Ley de Amparo en virtud de que la demanda de amparo fue presentada con posterioridad al término de treinta días previsto por los diversos ordinales 17, fracción I y 18 de esa legislación y no se acreditó ningún acto de aplicación en perjuicio de la quejosa.
· Ahora bien, por lo que hace al artículo 32, primer párrafo, fracción II del mismo ordenamiento legal, la quejosa acudió al juicio de amparo a reclamar su inconstitucional, al estimar que dicha ley es de carácter de autoaplicativo, pues desde su entrada en vigor vinculó a la quejosa a su cumplimiento, sin necesitar de un acto concreto de aplicación. En el fallo recurrido el juez federal determinó sobreseer en el juicio al estimar que las normas tildadas de inconstitucionales tenían naturaleza heteroaplicativa, es decir, requerían de un acto concreto de aplicación.
· Por su parte, la recurrente en sus agravios adujo en esencia que, contrario a lo determinado por el juez de distrito, de dichos preceptos se denota que la obligación de no hacer que de ellos dimana debe ser satisfecha desde el momento de su entrada en vigor, de ahí que sean de naturaleza autoaplicativa, toda vez que dentro de las diversas operaciones comerciales que realiza la quejosa se encuentra inmersa en la compraventa de vehículos considerada como “actividad vulnerable”, lo que sostuvo que acreditó con la exhibición de la factura de veinte de noviembre de dos mil trece, con la que demostró que realiza dichas actividades vulnerables y por ende es sujeto obligado a la prohibición contenida en el artículo tildado de inconstitucional. Asimismo, sostuvo que el juez varió su pretensión al desestimar la factura que exhibió bajo el argumento de que la misma no la reclamó como primer acto de aplicación lo que la recurrente tachó de infundado en virtud de que adujo que los receptos los reclamó por ser de naturaleza autoaplicativa.
· Los argumentos expuestos son esencialmente fundados y suficientes para revocar la sentencia sujeta a examen en lo que atañe a la causal de improcedencia prevista en el numeral 61, fracción XII de la Ley de Amparo en vigor, misma que el juez federal estimó actualizada en relación el numeral 32, primer párrafo, fracción II, del ordenamiento legal multicitado al considerar que el amparo no se promovió oportunamente.
· Este Tribunal Colegiado considera que, de acuerdo con lo que ha sostenido el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación para diferenciar entre normas autoaplicativas y heteroaplicativas, la fracción II del numeral 32 del ordenamiento legal multicitado tiene naturaleza autoaplicativa tal como lo sostiene la disconforme. 
· Lo anterior en virtud de que dicho artículo, desde el inicio de su vigencia, impone a quienes se dediquen a la actividad vulnerable de transmitir la propiedad o constitución de derechos reales sobre vehículos, nuevos o usados, la limitante de no recibir el pago o liquidación de los mismos mediante el uso de monedas y billetes, en moneda nacional o divisas o metales precioso, por un valor igual o superior al equivalente a tres mil doscientas diez veces el SMGVDF, al día en que se realice el pago o se cumpla la obligación.

· Además, para demostrar que se encontraba en el supuesto normativo del precepto impugnado, la quejosa exhibió diversas documentales en el juicio de amparo, de las que adminiculadas entre sí se advierte que la quejosa se encuentra en el supuesto normativo previsto en el artículo que se tilda de inconstitucional; lo cual le otorga interés legítimo para impugnar su constitucionalidad con motivo de su entrada en vigor.
· Consecuentemente, deviene infundada la causal de improcedencia decretada en primera instancia bajo el argumento de que la norma tildada de inconstitucional es de carácter heteroaplicativa y, por ende, no procede el sobreseimiento. En consecuencia, al resultar fundados los agravios que hace valer la recurrente procede revocar e sobreseimiento decretado en la sentencia de primera instancia.
· Por último, el Tribunal Colegiado analizó la causal de improcedencia que hicieron valer las autoridades responsables, la cual se encuentra prevista en la fracción XII, del artículo 61 de la Ley de Amparo. Respecto de esta adujeron que la quejosa no demuestra su interés legítimo, ni la existencia de una lesión a un interés jurídico tutelado, ya que no acredita el perjuicio que le ocasiona la fracción II del artículo 32 del ordenamiento legal multicitado.
· El Tribunal Colegiado estimó que era infundada la causal de improcedencia invocada en virtud de que la quejosa demostró que se encontraba en el supuesto normativo del precepto impugnado al exhibir diversas documentales en el juicio de amparo, lo que le otorga interés legítimo para impugnar su constitucionalidad con motivo de su entrada en vigor; por ende, estimó que era infundada la causal de improcedencia invocada por las autoridades responsables en relación al interés legítimo de la quejosa.
· Por lo que, al no advertir que se actualice alguna causal de improcedencia diversa a la que hicieron valer las autoridades responsables: por lo que el juicio es procedente sólo en lo que atañe al ato consistente en el artículo 32 de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita.

· En la especie no es posible analizar los conceptos de violación planteados por la quejosa, a través de los cuales controvierte el artículo 32 del ordenamiento legal multicitado, porque estimó que la competencia legal para conocer de esos aspectos se surtía a favor de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, pues en virtud de que no se actualizan las causales de improcedencia expuestas por las autoridades responsables, ni otro motivo de improcedencia pendiente de analizar; es evidente que subsiste el problema de constitucionalidad y, en estas circunstancias, es necesario determinas si las normas impugnadas violan o no los derechos fundamentales que invocó la quejosa.
· Este Tribunal Colegiado considera que se debe dejar a salvo la jurisdicción relativa a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ya que en la revisión subsiste el problema de constitucionalidad planteado por la parte quejosa en relación al artículo 32 del multicitado ordenamiento legal, publicado en el Diario Oficial de la Federación el diecisiete de octubre de dos mil doce, combatida en el juicio de amparo.
· En consecuencia, al ser legalmente incompetente este Tribunal Colegiado para resolver en los aspectos destacados en el presente recurso de revisión, lo procedente es reservar la jurisdicción que le corresponde a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y enviar el expediente de amparo indirecto ****/**** y los relativos al presente toca, para que tena a bien determinar.
Con motivo de lo anterior es que se remitió el recurso de revisión a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación.
SEXTO.- Trámite del Recurso de Revisión ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Recibidos los autos correspondientes, por acuerdo de seis de enero de dos mil quince
, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estimó que procedía asumir la competencia originaria de este Alto Tribunal para conocer del recurso de revisión y en consecuencia, se registró el toca relativo con el número 977/2014; ordenó remitir el expediente a la Primera Sala de este Alto Tribunal y turnó el asunto para su estudio al Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.

SÉPTIMO.- Avocamiento del recurso en la Primera Sala. Por acuerdo de veintidós de enero de dos mil quince, el Presidente de la Primera Sala determinó el avocamiento del asunto, así como su envío a esta ponencia con motivo del turno indicado. 
Por ultimo, mediante escrito presentado ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación el veintiséis de enero de dos mil quince, el agente del Ministerio Público de la Federación adscrito, formuló exposición sobre el asunto, misma que se tuvo por hecha mediante acuerdo de treinta de enero siguiente.  
C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO.- Competencia. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es legalmente competente para conocer y resolver el presente asunto, de conformidad con los artículos 107, fracción VIII, inciso a) de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 83 de la Ley de Amparo vigente
; y, 21, fracción XI, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; así como el punto Tercero del Acuerdo Plenario 5/2013, toda vez que se interpone en contra de una sentencia dictada por un Juzgado de Distrito, en la audiencia constitucional de un juicio de amparo indirecto, en el que se reclamó la inconstitucionalidad de los artículos 2º y 32, primer párrafo, fracción II, de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, sin que sea necesaria la intervención del Tribunal Pleno para su resolución.

SEGUNDO.- Oportunidad del recurso de revisión principal. El recurso de revisión fue interpuesto en tiempo, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 86 de la Ley de Amparo, ya que la sentencia combatida se notificó personalmente a la recurrente el martes primero de abril de dos mil catorce
, lo cual surtió efectos el miércoles dos siguiente.  

Así, el plazo de diez días para la interposición del recurso transcurrió del jueves tres al lunes veintiuno, ambos de abril del dos mil catorce, sin contar el cinco, seis, doce y trece del mismo mes y año por ser sábados y domingos, los cuáles son inhábiles de conformidad con los artículos 19 de la Ley de Amparo y 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; ni los días dieciséis a dieciocho de abril por haber sido inhábiles con motivo de la semana mayor, decretadas por la Circular 8/2014 emitida por el Secretario Ejecutivo del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal.
En consecuencia, si el escrito de agravios se presentó el catorce de abril de dos mil catorce,
 es evidente que el recurso es oportuno.

CUARTO.- Agravios. Resulta innecesario hacer referencia detallada al contenido de los agravios que planteó la recurrente en la revisión, toda vez que en ellos se concretó a combatir la declaratoria de sobreseimiento a que arribó el juez de amparo, cuestión de la que se ocupó ya el Tribunal Colegiado remitente en los términos descritos en e resultando quinto de esta ejecutoria.

QUINTO.- Esta Primera Sala es competente para conocer del presente recurso de revisión en virtud de que en el mismo subsiste el tema de constitucionalidad de una Ley Federal, debido a que la recurrente, a través de sus agravios, combatió las consideraciones que formuló el A Quo en relación con el sobreseimiento decretado por el Juez de Distrito y el Tribunal Colegiado determinó revocar el sobreseimiento por lo que hace al artículo 32, párrafo primero, fracción II, de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de operaciones con recursos de procedencia ilícita.
SEXTO.- Esta Primera Sala no se ocupará de los planteamientos de la recurrente en relación con la ilegalidad del sobreseimiento en el juicio de amparo; en virtud de que al respecto ya se pronunció el Tribunal Colegiado remitente.

Lo anterior con base, en lo conducente y por analogía de razón,  en la jurisprudencia de la Segunda Sala 2a/J. 86/2006 de rubro “REVISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEBE ANALIZAR TODAS LAS CUESTIONES DE PROCEDENCIA ANTES DE REMITIR EL EXPEDIENTE A LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, PARA QUE SE HAGA CARGO DEL ESTUDIO DE LAS CUESTIONES DE CONSTITUCIONALIDAD (ACUERDO GENERAL PLENARIO 5/2001).”
, y acorde con el contenido conducente de los puntos cuarto y noveno del Acuerdo General Plenario 5/2013.
Así, en virtud de la determinación del Tribunal Colegiado en la que por un lado, confirmó el sobreseimiento respecto al artículo 2º de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, pero por diversa causal de improcedencia; y por el otro, levantó el sobreseimiento por lo que hace al artículo 32, fracción II, de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita.

Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación se avoca al estudio de los conceptos de violación hechos valer por la quejosa que implican un estudio de fondo para realizar un examen sobre la inconstitucionalidad alegada por la recurrente únicamente por lo que hace al último precepto y fracción señalados.

De los conceptos de violación esgrimidos por la quejosa en la demanda de amparo, se advierte que sostuvo que el artículo 32, fracción II, de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita
 era inconstitucional, esencialmente, por las siguientes razones:

(1) El artículo en estudio es inconstitucional en virtud de que genera incertidumbre e inseguridad jurídica a la quejosa debido a que su contenido se contrapone con otra disposición federal de igual jerarquía, esto es, con los artículos 4º
 y 5º
 de la Ley Monetaria de los Estados Unidos Mexicanos, situación que a su juicio contraría la Constitución.
Lo anterior en virtud de que la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita limita la utilización de billetes, pues solamente permite el uso de los mismos hasta por la cantidad equivalente a tres mil doscientos diez veces el salario mínimo general vigente  en el Distrito Federal,  mientras que la Ley Monetaria de los Estados Unidos Mexicanos permite la utilización sin límite alguno de los billetes para realizar cualquier operación y, por lo que respecta a las monedas, en la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita no existe límite alguno en cuanto a la cantidad de las mismas que se pueden usar en una operación, salvo que las mismas no rebasen la cantidad de tres mil doscientos diez veces el salario mínimo indicado, mientras que la Ley Monetaria limita su uso hasta el valor equivalente a cien de la misma denominación en un solo pago.- La quejosa se encuentra obligada al cumplimiento de ambas legislaciones, mismas que se contradicen entre sí, por lo que crean incertidumbre jurídica pues lo que una prohíbe, la otra permite.

(2) El artículo en estudio es inconstitucional al violar el artículo 5º constitucional, el cual permite el libre comercio siempre y cuando éste sea lícito, y solamente reconoce a las determinaciones judiciales y gubernamentales o cuando dicha actividad ataque derechos de terceros como los medios a través de los cuales puede ser limitado.- Por lo que el artículo impugnado viola la libertad de comercio al restringir las operaciones comerciales a las que se encuentra afecta la quejosa, pues le prohíbe realizar operaciones comerciales equivalente a  tres mil doscientos diez veces el salario mínimo general vigente en donde se pacte como forma de pago el efectivo, restricción que limita irrefutablemente y sin motivo válido alguno el libre comercio, ya que dicha limitante tiene como génesis la prematura sospecha de que el dinero sea de procedencia ilícita.-  Además de que en el caso no se actualiza en virtud de que la venta de vehículos es totalmente lícito, no daña a terceros con su ejercicio ni mucho menos existía algún mandato judicial ni gubernamental que le restrinja a la quejosa su realización.

(3) El artículo en estudio viola la presunción de inocencia pues pretende prohibir a la quejosa aceptar la liquidación o el pago de diversos operaciones mediante el uso de monedas y billetes, considerando de ante mano que dichas operaciones son realizadas con recursos de procedencia ilícita, sin que previamente se compruebe dicha situación, es decir, que en efecto dicho efectivo resulte ser de recursos de procedencia ilícita.-  Al prohibirse de antemano aceptar el pago o liquidación de los actos indicados en el artículo 32 mediante el uso de monedas y billetes, se considera que dicho pago se realiza con recursos de procedencia ilícita, violando con dicha actuación el principio de presunción de inocencia; cuestión que pasó por alto el legislador, pues de manera totalmente contraria, estableció que únicamente por realizar los actos establecidos en el multicitado artículo 32 se considerará que dichas operaciones son realizadas con recursos de procedencia ilícita.
Esta Primera Sala considera que los argumentos de queja son infundados.

El primer concepto de violación identificado con el inciso (1) es infundado en virtud de que, contrario a lo que aduce la recurrente,  el artículo 32, primer párrafo, fracción II de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, no genera inseguridad jurídica y, por tanto, no es violatorio de los artículos 14 y 16 constitucionales.
Lo anterior es así, en virtud de que, si bien constituye criterio de esta Sala que las normas generales pueden combatirse en el juicio de amparo por violación a la seguridad jurídica, la que puede demostrarse mediante las incongruencias en el orden jurídico que revelen transgresión a esa garantía, como la contradicción entre normas secundarias; también es cierto que para ello, el examen de las normas jurídicas relativas debe sustentarse en la incongruencia pero además, en la precisión de las garantías individuales violadas, y en la demostración de que la norma impugnada es la que viola el orden constitucional y no que exclusivamente es contraria al ordenamiento jurídico utilizado como parámetro comparativo para derivar la incongruencia, pues sólo de esa manera se podría demostrar que la norma impugnada fuera inconstitucional.

Ahora bien, la lectura de las disposiciones conducentes de la Ley Monetaria de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, revela que su contenido no es contradictorio, sino complementario. 
En efecto, por un lado, la Ley Monetaria de los Estados Unidos Mexicanos es una ley federal que regula en términos  amplios y de manera general los usos y características de la moneda mexicana.
En ese sentido, se estima que se trata de una ley cuya aplicación es genérica, pues únicamente establece las bases que rigen, como regla general, todo el uso y características del peso como unidad del sistema monetario mexicano, y de los billetes y monedas como instrumentos con poder liberatorio para el pago de obligaciones.
Por otro lado, la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, es una ley federal que tiene por objeto proteger el sistema financiero y la economía nacional, estableciendo medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos u operaciones que involucren recursos de procedencia ilícita, a través de una coordinación interinstitucional, que tenga como fines recabar elementos útiles para investigar y perseguir los delitos de operaciones con recursos de procedencia ilícita, los relacionados con estos últimos, las estructuras financieras de las organizaciones delictivas y evitar el uso de los recursos para su financiamiento. 
Por lo que, dada la finalidad específica de esta última ley,  se estima que en su artículo 32, prevé una norma cuya aplicación opera como regla especial, en virtud de que establece medidas concretas para casos específicos, con la finalidad de prevenir y detectar operaciones que involucren recursos de procedencia ilícita, entre ellas, la prohibición del pagar o recibir un pago en efectivo por un valor igual o superior al equivalente a tres mil doscientas diez veces el salario mínimo general vigente en el Distrito Federal, respecto de determinadas actividades descritas en la misma ley.
En ese sentido, la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, regula casos que constituyen una excepción a la regla general contenida en la Ley Monetaria de los Estados Unidos Mexicanos, teniendo como base alcanzar el objetivo de poder prevenir e identificar operaciones que se realicen con recursos de procedencia ilícita.

En virtud de lo anterior, esta Primera Sala estima que, contrario a lo aducido por la quejosa, la existencia de ambas legislaciones no genera inseguridad jurídica, pues de acuerdo con el principio general de derecho que establece que la ley especial prevalece en su aplicación (como regla excepcional) sobre la aplicación de la norma de carácter general; existe certeza de que en el caso del artículo 32 de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, es aplicable la regla especial prevista en esa ley, sin perjuicio ni desconocimiento de lo dispuesto en la Ley Monetaria de los Estados Unidos Mexicanos como regla general. 
Lo anterior encuentra sustento, además, en la tesis aislada de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de rubro “LEYES ESPECIALES EN OPOSICIÓN A LEYES GENERALES.”
 y de las tesis asiladas del Pleno de este Máximo Tribunal de rubros: “DISPOSICIONES ESPECIALES.”
 y “LEYES GENERALES.”

En las relatadas circunstancias, queda de manifiesto que el motivo de queja planteado por el peticionario de amparo, lejos de combatir un estado de indefensión derivado de no poder conocer la norma que le sería aplicada, por abrir la  discrecionalidad de la autoridad ante la falta de una respuesta jurídica al caso concreto derivado de las normas contradictorias, o por generar arbitrariedad o impedir la previsibilidad de las consecuencias jurídicas de las norma. Tiende a plantear que debería aplicarse de manera indiscriminada la regla general prevista en la Ley Monetaria, y que por ello, a su parecer, sería inconstitucional el artículo 32 de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, al prever una restricción especial no contemplada en la Ley Monetaria.  
De ahí que al no existir inseguridad jurídica en cuanto a qué norma debe prevalecer entre las señaladas por el quejoso, esta Primera Sala considera que el artículo en estudio no viola, en lo conducente, los artículos 14 y 16 constitucionales. 
Por lo que hace al segundo concepto de violación identificado con el inciso (2), esta Primera Sala considera que es infundado en virtud de que, si bien el artículo en estudio
 tiende a generar un efecto modulador de la libertad de comercio consagrada en el artículo 5º constitucional, en cuanto a que las obligaciones de pago derivadas de operaciones por transmisión de propiedad sobre vehículos nuevos o usados, ya sean aéreos, marítimos o terrestres, no pueden cumplirse, pagarse o liquidarse, así como no puede aceptarse la liquidación o pago mediante uso de moneda y billetes en moneda nacional o divisas y metales preciosos, cuando su valor sea igual o superior al equivalente a tres mil doscientas diez veces el salario mínimo  vigente en el Distrito Federal, al día en que se realice el pago o se cumpla la obligación. 
Esta Primera Sala estima que tal modulación responde a un fin constitucionalmente válido, que satisface un examen de idoneidad, necesidad, racionalidad y proporcionalidad de la medida.
En efecto, por un lado, el artículo 5º constitucional consagra la libertad de comercio, sin embargo, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que ningún derecho fundamental es absoluto y, en esa medida, todos los derechos fundamentales admiten restricciones. No obstante ello, dichas restricciones no pueden ser arbitrarias.
 
En efecto, para que sean válidas las medidas emitidas por el legislador ordinario cuando tienen como resultado una restricción de los derechos fundamentales, deben satisfacer los siguientes requisitos: a) ser admisibles dentro del ámbito constitucional, b) ser necesarias para asegurar la obtención de los fines que fundamentan la restricción constitucional y c) ser proporcionales.

A. Admisibilidad de la medida dentro del ámbito constitucional:

Acorde con los trabajos legislativos previos a la emisión de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita cuyo precepto 32, fracción II, se impugna;
 esta Primera Sala considera que el impacto modulador de tal precepto respecto de la libertad de comercio, sí resulta constitucionalmente admisible, dado que la misma emerge desde el contenido constitucional del deber del Estado mexicano de combatir y prevenir el delito.

En la exposición de motivos de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita,
 se planteó, en primer lugar, que con las medidas adoptadas por el Estado Mexicano para esa época, las leyes que penalizaban el lavado de dinero y el financiamiento al terrorismo no respondían plenamente a las normas internacionales, y que no había medidas legales o reglamentarias de prevención de lavado de dinero y del financiamiento al terrorismo, ni de supervisión para empresas no financieras.

Asimismo, que debía proponerse, entre otras cosas, la necesidad de restringir el uso de efectivo e instrumentos monetarios debido a que los diagnósticos nacionales e internacionales demostraron que uno de los principales mecanismos para llevar a cabo operaciones con recursos de procedencia ilícita y de financiamiento al terrorismo, se daba a través del uso de efectivo -tanto en moneda nacional como en divisas-, ello con el propósito de evadir el rastro que podría dejarse en las instituciones que integran el sistema financiero y, en consecuencia, dificultar su seguimiento.

Por tal motivo, se propuso restringir el uso de efectivo e instrumentos monetarios con la finalidad de evitar que la delincuencia hiciera un mal uso del efectivo, así como para fomentar la formalización de la economía. En ese sentido, se presentó un listado de operaciones, entre ellas la comercialización y compraventa de vehículos automotores, por montos iguales o superiores a determinada cantidad, las cuales se debían realizar mediante cualquier medio o instrumento de pago bancario o financiero reconocido por la ley, distinto a: efectivo en moneda nacional o divisas, metales preciosos o cheques de viajero.
Por otro lado, del dictamen de las Comisiones Unidas de Justicia, Gobernación y Estudios Legislativos del Senado de la República, de veintiséis de abril de dos mil once, se desprende que el objeto de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita es establecer medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos u operaciones que involucraran recursos de procedencia ilícita y establecer los elementos para investigar y perseguir los delitos de operaciones con recursos de procedencia ilícita, los relacionados con estos últimos, las estructuras financieras de las organizaciones financieras de las organizaciones delictivas y evitar el uso de los recursos para su financiamiento, así como proteger la integridad de la economía nacional y del sistema financiero. Debilitar las estructuras financieras de las organizaciones delictivas y evitar el uso de los recursos para su financiamiento.

 Para ello se señaló que la iniciativa proponía establecer un régimen de identificación y reporte de ciertos actos u operaciones vinculados a actividades que pueden ser vulnerables a ser utilizadas por el crimen organizado para sus procesos de lavado de dinero, o bien, a los de financiamiento al terrorismo, a cargo de aquellos a quienes denomina como sujetos obligados. Lo anterior en virtud de que una de las asignaturas pendientes y de mayor prioridad para el Estado mexicano, es el desmantelamiento de las estructuras financieras de las organizaciones criminales, el cual comienza con la detección y prevención de actos u operaciones que les sirvan para los procesos de lavado de dinero.
De lo que resulta importante resaltar que la prevención de las conductas delictivas comprendidas en los conceptos de ‘terrorismo’ y de ‘lavado de dinero’, constituye una labor fundamental del Estado mexicano considerando la afectación generalizada que provoca en todo la sociedad la consumación de tales delitos, así como la espiral viciosa que representa el hecho de que los recursos de procedencia ilícita sean incorporados a la economía formal. Es decir, prevenir el lavado de dinero y el terrorismo constituye una labor que tiene raíz en el destacado deber constitucional del Estado de mantener el imperio de la ley mediante la prevención y combate del delito, particularmente tratándose de delitos cuya afectación permea en todo el entramado social del país.

En esa tesitura, si la intención sustancial del decreto de reformas a la ley que se analiza, consistió en establecer una serie de medidas tendentes a prevenir e identificar operaciones con recursos de procedencia ilícita vinculados con terrorismo y lavado de dinero.

Aunado al hecho de que la prevención de las conductas delictivas comprendidas en los conceptos de ‘terrorismo’ y de ‘lavado de dinero’, constituye una labor fundamental del Estado mexicano derivada del destacado deber constitucional del Estado de mantener el imperio de la ley mediante el combate del delito, particularmente tratándose de delitos cuya afectación permea en todo el entramado social del país.

Es inconcuso que sí resulta constitucionalmente admisible la medida restrictiva a la libertad de comercio de quienes se dedican a la comercialización de vehículos en los términos descritos en el precepto impugnado, como lo es la quejosa, dado que la prevención de las conductas delictivas comprendidas en los conceptos de ‘terrorismo’ y de ‘lavado de dinero’, constituye una labor fundamental del Estado mexicano derivada del destacado deber constitucional que tiene para mantener el imperio de la ley mediante la prevención y combate del delito, particularmente tratándose de aquéllos cuya afectación permea en todo el entramado social del país.

Para mayor claridad, se trae en cita el contenido del artículo 32, fracción II, del ordenamiento legal multicitado:
“Artículo 32. Queda prohibido dar cumplimiento a obligaciones y, en y billetes, en moneda nacional o divisas y general, liquidar o pagar, así como aceptar la liquidación o el pago, de actos u operaciones mediante el uso de monedas Metales Preciosos, en los supuestos siguientes:…
II. Transmisiones de propiedad o constitución de derechos reales sobre vehículos, nuevos o usados, ya sean aéreos, marítimos o terrestres por un valor igual o superior al equivalente a tres mil doscientas diez veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal, al día en que se realice el pago o se cumpla la obligación;”
B) Idoneidad y necesidad de la medida para asegurar la obtención de los fines que fundamentan la restricción constitucional.

Se estima que la limitación a la libertad de comercio consistente en la prohibición de dar cumplimiento a obligaciones (liquidar o pagar, así como aceptar la liquidación o el pago) de actos u operaciones mediante el uso de monedas y billetes, en moneda nacional o divisas y metales preciosos en las transmisiones de propiedad sobre vehículos, nuevos o usados, ya sean aéreos, marítimos o terrestres por un valor igual o superior al equivalente a tres mil doscientas diez veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal; es idónea y necesaria, en virtud de que constituye un instrumento legislativo que tiende a hacer posible la prevención e identificación de operaciones con recursos de procedencia ilícita mediante la restricción del pago en efectivo en determinadas actividades.
 
Lo anterior es así, porque la idoneidad de la medida se identifica con la circunstancia de que la situación establecida por el legislador sea necesaria para asegurar la obtención de los fines que fundamentan la restricción constitucional, es decir, que sobre la base de que la restricción sea en términos amplios útil para la obtención de esos objetivos, el fin buscado por el legislador no se pueda alcanzar razonablemente por otros medios menos restrictivos de derechos fundamentales.
Ahora bien, ya se dijo en las páginas precedentes que si bien el artículo impugnado (32, fracción II, de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita) genera un efecto modulador de la libertad de comercio consagrada en el artículo 5º constitucional, en cuanto a que las obligaciones de pago derivadas de operaciones por transmisión de propiedad sobre vehículos nuevos o usados, ya sean aéreos, marítimos o terrestres, no pueden cumplirse, pagarse o liquidarse, así como no puede aceptarse la liquidación o pago mediante uso de moneda y billetes en moneda nacional o divisas y metales preciosos, cuando su valor sea igual o superior al equivalente a tres mil doscientas diez veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal, al día en que se realice el pago o se cumpla la obligación. Tal modulación responde a un fin constitucionalmente válido, a saber: la prevención de las conductas delictivas comprendidas en los conceptos de ‘terrorismo’ y de ‘lavado de dinero’, la que constituye una labor fundamental del Estado mexicano, considerando la afectación generalizada que provoca en todo la sociedad la consumación de tales delitos, así como la espiral viciosa que representa el hecho de que los recursos de procedencia ilícita sean incorporados a la economía formal; y que prevenir el lavado de dinero y el terrorismo constituye una labor que tiene raíz en el destacado deber constitucional del Estado de mantener el imperio de la ley mediante el combate del delito, particularmente tratándose de delitos cuya afectación permea en todo el entramado social del país.

Por lo que ahora la pregunta que debe responderse es: si tal restricción efectivamente ¿es necesaria para asegurar la obtención del fin perseguido con su implementación legal?

Tal cuestionamiento conduce a proyectar la viabilidad jurídica y fáctica, de la labor de prevención y combate a las conductas delictivas comprendidas en los conceptos de ‘terrorismo’ y de ‘lavado de dinero’, y de la labor consistente en evitar la espiral viciosa que representa el hecho de que los recursos de procedencia ilícita sean incorporados a la economía formal. Es decir a dilucidar si puede alcanzarse el fin indicado sin necesidad de establecer la restricción a la libertad de comercio indicada.
Bajo esa perspectiva, conviene señalar que acorde con el contenido conducente de los artículos 13 a 16 de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita,
 se establece de manera concentrada la obligación de las entidades financieras de llevar un control y registro de información y documentación relacionada con actos, operaciones y servicios que conforme con diversas legislaciones se consideren ‘Actividades Vulnerables’.
En semejantes condiciones, los artículos 17 a 22 de la misma ley,
 prevén un esquema legal mediante el cual se establece un catálogo de actividades vulnerables que da lugar a imponer obligaciones a cargo de entidades no financieras, respecto de la identificación de quienes intervienen en esas operaciones, o al aviso de la realización de esas operaciones, según su monto, tomando como referencia el tipo de actividad que se lleve a cabo. 
De lo que destaca que mediante tales disposiciones se pretende el establecimiento de una base de datos como fuente de información relacionada con las operaciones vulnerables, ello con la finalidad de que, a partir del universo de operaciones vulnerables, se pueda, en su caso, contar con elementos para prevenir y detectar, y en su caso combatir, operaciones con recursos de procedencia ilícita.

Esto último se puede apreciar del contenido de los diversos preceptos  5º a 12 de la misma ley, en los que se establece, en términos generales, las facultades y obligaciones que tienen la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Procuraduría General de la República (Unidad Especializada en Análisis Financiero), y la Policía Federal; de entre las cuales destacan para el caso las relativas sustancialmente a: 

· Recibir avisos de actividades vulnerables.
· Requerir información, documentación, datos e imágenes y proporcionar a la Unidad la información que requiera.

· La Unidad diseñará, integrará e implementará sistemas y mecanismos de análisis de la información financiera y contable para que pueda ser utilizada, en especial la relacionada con ‘avisos’.
· Desarrollar herramientas de inteligencia con metodologías interdisciplinarias de análisis e investigación de variables criminales, socioeconómicas y financieras, para conocer la evolución de las actividades relacionadas con delitos de operaciones con recursos de procedencia ilícita y medir su riesgo regional y sectorial.

· Investigar patrones de conducta que pudieran relacionarse con operaciones con recursos de procedencia ilícita.

· Establecer mecanismos de consulta directa de información que pueda estar relacionada con operaciones con recursos de procedencia ilícita.

· Conducir la investigación para la obtención de indicios o pruebas vinculadas a operaciones con recursos de procedencia ilícita.

· Requerir informes, documentos, opiniones y elementos de prueba en general a autoridades y a personas responsables de dar avisos, en el marco de investigación formalmente iniciada.
En esa tesitura, el contexto legal en el que se ubica el precepto impugnado, revela que la estrategia que implementó el legislador para alcanzar el fin señalado, se compone de un sistema informático cuya ministración de datos la constituyen de manera destacada dos fuentes: La entidades financieras y quienes realizan actividades vulnerables.
Además, permite advertir que en esa estrategia ocupa un lugar protagónico la amplitud del registro o control de datos e información sobre las operaciones financieras reguladas y las no financieras que sean vulnerables, dado que es con esa información con la que las autoridades facultadas  podrían trabajar e investigar y estarían en condiciones de cumplir el objetivo de identificar, prevenir, y en su caso combatir, las conductas delictivas comprendidas en los conceptos de ‘terrorismo’ y de ‘lavado de dinero’,
Lo anterior se confirma a partir de que el legislador no sólo obliga a las entidades financieras y a quienes realicen actividades vulnerables a proporcionar la información y documentación prevista en la ley y a conservarla al menos por diez años,
 para entidades financieras, y de cinco años, para quienes realicen actividades vulnerables.
  Sino que además, dotó expresamente a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para requerir y recabar la información y documentación respectiva.

Sobre esa lógica, se vislumbra con claridad que pretender inscribir en esa mecánica de control y manejo de información, la libre e ilimitada realización de operaciones en efectivo, incluyendo la transmisión de propiedad sobre vehículos, nuevos o usados, ya sean aéreos, marítimos o terrestres.

No sólo trastocaría el flujo de datos sobre ese tipo de operaciones, al no poder dar seguimiento o rastrear el origen de los recursos de quien adquiere el vehículo en efectivo; sino que además, debilitaría el sistema de base de datos, informes o reportes proporcionados por las entidades financieras y por quienes realizan actividades vulnerables, dado que la adquisición de bienes en efectivo permitiría que quien aparezca como adquirente del vehículo, pueda con facilidad ser una persona distinta de quien anónimamente aporta en realidad los recursos en efectivo para la adquisición del bien en provecho propio, dado que al no existir antecedente financiero alguno, bastaría la realización de operaciones mediante uno o varios intermediarios, para que una misma persona pudiera hacerse anónimamente de múltiples vehículos sin poder ser identificado, al aparecer como adquirentes en las bases de datos respectivas los intermediarios señalados, sin ninguna aparente relación común o vinculación, máxime que con ello también se desvincularía al vendedor del comprador real.

En efecto, mediante la permisión de las indicadas operaciones en efectivo y de manera ilimitada, no existiría forma de recabar información ni datos confiables relacionados con el origen de los recursos con los que se realiza la operación, ni sobre la identidad entre la persona que materialmente aporta el dinero para comprar el vehículo, y la persona que acude al establecimiento como adquirente formal del bien. En consecuencia, prácticamente cualquier información contenida en la base de datos del sistema, podría quedar inutilizada a partir de que la realización de operaciones en efectivo, desvincula los datos e información de quien realiza la operación, respecto del origen rastreable de los recursos con los que se lleva a cabo la misma.
En tal virtud debe concluirse que la modulación a la libertad de comercio consistente en la prohibición de dar cumplimiento a obligaciones (liquidar o pagar, así como aceptar la liquidación o el pago) de actos u operaciones mediante el uso de monedas y billetes, en moneda nacional o divisas y metales preciosos en las transmisiones de propiedad sobre vehículos, nuevos o usados, ya sean aéreos, marítimos o terrestres por un valor igual o superior al equivalente a tres mil doscientas diez veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal; sí es necesaria para asegurar la obtención del fin perseguido por el legislador, consistente en la prevención de las conductas delictivas comprendidas en los conceptos de ‘terrorismo’ y de ‘lavado de dinero’.
Lo anterior apreciando además, que ante la prohibición de realizar las indicadas operaciones mediante el uso de efectivo, no sólo se induce a los sujetos que intervienen para que hagan uso de medios bancarios y financieros para el pago o liquidación de las mismas; sino que también provoca que quienes tengan el firme pero ilegítimo propósito o deseo de ocultar o mantener en la clandestinidad el origen de los recursos con los que pretenden liquidar la operación respectiva, tengan que abstenerse de llevar a cabo la operación con base en que no podrán acceder a la adquisición del vehículo desde el anonimato que les brinda el uso de efectivo.    

En ese sentido, se estima que la medida es necesaria debido a que mediante su implementación, se da operatividad al sistema informático y se hace viable la prevención e identificación, y en su caso combate, de posibles operaciones con recursos de procedencia ilícita. 
c) Proporcionalidad.

Por último, se tiene que la proporcionalidad de las medidas legislativas consiste en que se respete una correspondencia entre la importancia del fin constitucional buscado por la ley, y los efectos perjudiciales que produce en otros derechos e intereses constitucionales, en el entendido de que la persecución de un objetivo constitucional no puede hacerse a costa de una afectación innecesaria o desmedida de otros bienes y derechos constitucionalmente protegidos.

En el caso, se estima que la limitación a la libertad de comercio derivada de la fracción II del artículo 32 de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, es proporcional al fin perseguido por el legislador, consistente en la prevención de las conductas delictivas comprendidas en los conceptos de ‘terrorismo’ y de ‘lavado de dinero’.
Lo anterior es así, porque si bien es cierto que la libertad de comercio constituye un derecho constitucionalmente protegido en términos del artículo 5º constitucional,
 no menos cierto resulta que el mismo no es absoluto, sino que puede ser limitado o modulado, entre otros casos, cuando el ordenamiento que la restringe contenga un principio de razón legítima que sustente el interés de la sociedad y que tienda a proteger sus derechos.
Sobre esa premisa, resulta que la limitación a la libertad de comercio consistente en la prohibición de dar cumplimiento a obligaciones (liquidar o pagar, así como aceptar la liquidación o el pago) de actos u operaciones mediante el uso de monedas y billetes, en moneda nacional o divisas y metales preciosos en las transmisiones de propiedad sobre vehículos, nuevos o usados, ya sean aéreos, marítimos o terrestres por un valor igual o superior al equivalente a tres mil doscientas diez veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal; no resulta desmedida, porque mediante ella se persigue un fin legítimo cuya importancia deriva del impacto que tiene en toda la sociedad.
En efecto, la finalidad del legislador consistente en la prevención de las conductas delictivas comprendidas en los conceptos de ‘terrorismo’ y de ‘lavado de dinero’, encuentra como elemento necesario la detección o identificación y la prevención de actos u operaciones que se realicen con recursos de procedencia ilícita.
Lo que revela que el fin perseguido con la medida que se analiza, reviste una gran importancia a partir de que se trata de prevenir y combatir conductas favorecedoras de la comisión de delitos vinculados con terrorismo y lavado de dinero, delitos respecto de los cuales se puede afirmar que tienen como característica en común, que producen efectos perjudiciales para toda la sociedad en su conjunto, y que por tanto, el deber del Estado para alcanzar su prevención, adquiere una fuerza particularmente intensa que resulta capaz y suficiente para justificar que quienes realicen la actividad de transmisión (o adquisición) de propiedad de vehículos, deban soportar la modulación a la libertad de comercio consistente en no aceptar (o no liquidar) el cumplimiento de las obligaciones de dichas operaciones en efectivo –mediante billetes o monedas, en moneda nacional o divisas y Metales Preciosos- cuando la operación tenga un valor igual o superior al equivalente a tres mil doscientas diez veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal, al día en que se realice el pago o se cumpla la obligación.
Lo que constituye un objetivo legítimo que encuentra sustento en el interés de la sociedad y tiende a proteger los derechos de toda la población mediante la prevención de delitos tan graves y dañosos como los vinculados con terrorismo y lavado de dinero.

Lo anterior, aunado al hecho de que la restricción en comento únicamente va dirigida al pago en efectivo, sin embargo, ello no impide a la quejosa, y a aquellos sujetos que se encuentren en el supuesto de la fracción II del artículo 32 de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, que liquiden o paguen, así como que acepten la liquidación o pago de dichas operaciones mediante cualquier otro de los medios de pago que ofrece el sistema bancario o financiero. 
 En otras palabras, el objeto de restringir el pago en efectivo, específicamente en la transmisión de propiedad de vehículos, es que las operaciones que se realicen encuentren su correspondencia e historial dentro del sistema financiero o bancario, permitiendo la identificación y rastreo de los recursos respectivos por parte de la autoridad a fin de que, en la medida de lo posible, se puedan detectar y prevenir mediante tareas de inteligencia o de mecanismos informáticos, las operaciones con recursos de procedencia ilícita; medida que se realiza en beneficio de toda la sociedad mexicana.
Por lo anterior, es infundado el segundo concepto de violación formulado por la quejosa en virtud de que esta Primera Sala estima que el artículo tildado de inconstitucional no es violatorio del artículo 5º constitucional, en virtud de que la restricción que contiene respecto a la libertad de comercio es constitucionalmente admisible, idónea, necesaria y proporcional, tal como se demostró en el presente apartado.
Por último, se estima que el artículo en estudio no viola la presunción de inocencia consagrada en el artículo 20, apartado B, fracción I, de la Constitución General, por lo que es infundado el tercer concepto de violación identificado con el inciso (3), tal como se demuestra a continuación.
La recurrente aduce que el artículo tildado de inconstitucional es violatorio del principio de presunción de inocencia en virtud de que pretende prohibir a la quejosa aceptar la liquidación o el pago de diversos operaciones mediante el uso de monedas y billetes, considerando de antemano que dichas operaciones son realizadas con recursos de procedencia ilícita, sin que previamente se compruebe dicha situación, es decir, que esté probado que dicho efectivo derive de recursos de procedencia ilícita.
En primer lugar, conviene precisar que constituye criterio sostenido en jurisprudencia del tribunal Pleno, que el principio de presunción de inocencia es aplicable, con matices o modulaciones, al procedimiento administrativo sancionador.

Sentado lo anterior, esta Primera Sala estima que la argumentación conducente del recurso, parte de una premisa falsa pues, contrario a lo aducido por la quejosa y recurrente, el precepto en estudio no sostiene que las operaciones contempladas en dicho supuesto, en caso de ser pagadas en efectivo, se presuma que son realizadas con recursos de procedencia ilícita. 
En el mismo sentido, el artículo en comento no determina que las operaciones descritas, cuando se liquiden con efectivo, se deban considerar de antemano realizadas con recursos de procedencia ilícita, sin que previamente se compruebe dicha situación.
En efecto, como se desprende de la exposición de motivos de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, el propósito de dicha ley es establecer medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos u operaciones que involucren recursos de procedencia ilícita. 
En ese sentido, la restricción de pago en efectivo que se prevé en la fracción II del artículo 32 del ordenamiento legal antes citado, lejos de presumir que las operaciones prohibidas deban presumirse realizadas con recursos de procedencia ilícita;  únicamente impone una medida necesaria para, por un lado, inducir que ese tipo de operaciones se liquiden a través de instrumentos o medios de pago bancarios o financieros, propiciando además que quienes tengan el ilegítimo propósito de mantener en la clandestinidad el origen de los recursos, no puedan acceder a los bienes pretendidos; y por otro lado, que de esa manera, pueda operar el flujo de información necesario para que el Estado mexicano se encuentre en condiciones de rastrear el origen de los recursos con los que se lleven a cabo las indicadas operaciones, lo que tiende a prevenir que operaciones con recursos de procedencia ilícita se introduzcan en la economía formal y pasen desapercibidas ante la imposibilidad o dificultad para rastrear su origen.

Lo anterior máxime que, se reitera, el contexto legal en el que se ubica el precepto impugnado, revela que la estrategia que implementó el legislador para alcanzar el fin señalado, se compone de un sistema informático cuya ministración de datos la constituyen de manera destacada dos fuentes: La entidades financieras y quienes realizan actividades vulnerables; que en esa estrategia ocupa un lugar protagónico la amplitud del registro o control de datos e información sobre las operaciones financieras reguladas y las no financieras que sean vulnerables, dado que es con esa información con la que las autoridades facultadas  trabajarían y estarían en condiciones de cumplir el objetivo de identificar y prevenir de las conductas delictivas comprendidas en los conceptos de ‘terrorismo’ y de ‘lavado de dinero’; y que para ello, el legislador no sólo obliga a las entidades financieras y a quienes realicen actividades vulnerables a proporcionar la información y documentación prevista en la ley y a conservarla, sino que además, dotó expresamente a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para requerir y recabar la información y documentación respectiva.
En tal virtud, contrario a lo aducido por la quejosa, el artículo impugnado no prevé que todas las operaciones allí reguladas  que se paguen en efectivo, provengan de recursos ilícitos; sino que prohíbe que tales operaciones se liquiden a través de ese medio (efectivo), como medida coadyuvante a fortalecer el sistema de datos sobre operaciones financieras y operaciones vulnerables para poder contar con elementos que permitan investigar, prevenir e identificar aquéllas operaciones que revelen que su realización se haga con recursos de procedencia ilícita, previa investigación y dictamen respectivo.  

De ahí que se afirme que, contrario a lo afirmado por la quejosa, el artículo 32, fracción II, de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, no es susceptible de violar el principio de presunción de inocencia contenido en el artículo 20, apartado B, de la Constitución; dado que no dispone que las operaciones allí prohibidas, se presuman ilícitas o derivadas de recursos ilícitos.   

Lo anterior aunado a que, como se dijo anteriormente, si los recursos mediante los cuales se pretende liquidar la operación son de procedencia lícita, sin mayor dificultad o desproporción en la carga, los involucrados pueden optar por dar cumplimiento a la obligación de pago (y recepción del pago) mediante otro medio de entre los diversos que ofrece el sistema bancario y financiero mexicano.
En las relatadas condiciones, dado lo infundado de los conceptos de violación, se impone confirmar la recurrida en lo que es materia de la revisión competencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, y reservar jurisdicción al tribunal colegiado para que se ocupe de las cuestiones de legalidad planteadas en la revisión. 
Por lo expuesto y fundado, se resuelve:
PRIMERO. En la materia de la revisión, competencia de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se confirma la sentencia recurrida.

SEGUNDO. Se sobresee en el juicio por lo que respecta al artículo 2º de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, en términos de la sentencia recurrida.
TERCERO. La Justicia de la Unión no ampara ni protege a ********** en contra del  artículo 32, fracción II, de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, en términos del último considerando de esta ejecutoria. 
Notifíquese;
En términos de lo previsto en los artículos 3°, fracción II, 13, 14 y 18 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerara legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos.


MGAJ/rct
� Foja 2 del expediente de amparo indirecto ****/****.


� Foja 5 del toca del amparo en revisión 977/2014.


� Foja 119 del expediente de amparo indirecto ****/*****.


� Foja 38 del toca de amparo en revisión ***/****.


� Fojas 40 a 43 del toca de amparo en revisión ***/****.


� El Tribunal Colegiado estimó que por lo que hacía al artículo 2 de la Ley Federa para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita se actualizaba la causal de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción IV de la ley de Amparo al haberse presentado la demanda de amparo de manera extemporánea, es decir, fuera de los treinta días hábiles a que refiere el artículo 17, fracción I de la ley de Amparo. Aunado al hecho de que no se advierte no tampoco se reclamó acto de aplicación del artículo impugnado en perjuicio de la quejosa.


� Fojas 63 a 125 del toca de amparo en revisión ***/****.


� Foja 16 del toca del amparo en revisión 977/2014.


� Lo anterior en virtud de que la demanda de amparo se presentó el trece de diciembre de dos mil trece y de acuerdo con el artículo Tercero Transitorio de la Ley de Amparo publicada en el Diario Oficial de la Federación el dos de abril de dos mil trece, los juicios de amparo iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de dicha Ley, continuarán tramitándose hasta su resolución final conforme a las disposiciones aplicables vigentes a su inicio, salvo lo que se refiere a las disposiciones relativas al sobreseimiento por inactividad procesal y caducidad de la instancia, así como al cumplimiento y ejecución de las sentencias de amparo.


En ese sentido, si la demanda de amparo se presentó el trece de diciembre de dos mil trece, es decir, con posterioridad a la entrada en vigor de la Ley de Amparo vigente, publicada el dos de abril de dos mil trece, el presente asunto se regirá por la Ley de Ampro vigente.





� Foja 352 del expediente de amparo indirecto **/****.


� Foja 5 del toca del amparo en revisión 977/2014.


� En los agravios esencialmente adujo que el A quo distinguió equivocadamente el concepto de individualización condicionada que involucra a una ley autoaplicativa de otra que es heteroaplicativa, dado que en el caso de estudio la quejosa impugnó en su carácter de autoaplicativos los artículos 2 y 32, primer párrafo, fracción II, de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, mismos que por su sola entrada en vigor le causaron un perjuicio; en el juicio de amparo se alegó que la sola entrada en vigor de los artículos 2 y 32, primer párrafo, fracción II, del ordenamiento legal multicitado, afectaba su esfera jurídica y al efecto demostró fehacientemente que se encontraba en el supuesto previsto por la hipótesis contenida en la norma reclamada, al dedicarse a la actividad considerada como vulnerable en el artículo 17, fracción VIII, de la misma ley; la mera vigencia de las disposiciones en pugna le causaron perjuicio a su esfera de derechos, desde el momento mismo en que le prohibió dar cumplimiento a obligaciones y en general, liquidar o pagar, así como aceptar la liquidación o el pago, de actos u operaciones mediante el uso de monedas y billetes, en moneda nacional o divisas y metales preciosos, cuando se realice la actividad vulnerable consignada por la ley; si la quejosa acreditó plenamente que se dedica a la actividad considerada como vulnerable y al efecto exhibió una factura con la que acreditó la realización de una operación de forma habitual con un monto igual o superior al equivalente a tres mil doscientas diez veces el salario mínimo, las porciones normativas controvertidas adquieren plena vigencia; el juez de distrito varió la pretensión deducida en la demanda de amparo y desestimó los medios de convicción allegados al juicio de garantías.


� Jurisprudencia de la Segunda Sala, de la Novena Época, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XXIV, julio de 2006, pág.397, cuyo texto dice: “Del punto quinto, fracción I, inciso A), en relación con el décimo primero, fracción II, del Acuerdo General Número 5/2001 del Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, relativo a la determinación de los asuntos que conservará para su resolución y el envío de los de su competencia originaria a las Salas y a los Tribunales Colegiados de Circuito, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 29 de junio de 2001, se advierte que corresponde a los Tribunales Colegiados de Circuito resolver la totalidad de las cuestiones de procedencia en los asuntos en que se hubiera impugnado en amparo indirecto una ley federal, un tratado internacional, o se hubiere planteado la interpretación directa de un precepto de la Constitución Federal, cuando el Juez de Distrito o el Tribunal Unitario de Circuito, al dictar sentencia, hubieran decretado el sobreseimiento y en los agravios se ataque esa decisión, ya que a dicho órgano colegiado se reservó el conocimiento de estos aspectos, debiendo determinar si confirma o revoca el sobreseimiento relativo, para que partiendo de esa premisa se reserven las cuestiones propiamente constitucionales a la Suprema Corte de Justicia de la Nación; por tanto, si el Tribunal Colegiado no agota el examen de todas las cuestiones de procedencia, deberá ordenarse la devolución del expediente para que las analice.”


� “Artículo 32.- Queda prohibido dar cumplimiento a obligaciones y, en general, liquidar o pagar, así como aceptar la liquidación o el pago, de actos u operaciones mediante el uso de monedas y billetes, en moneda nacional o divisas y Metales Preciosos, en los supuestos siguientes: …II. Transmisiones de propiedad o constitución de derechos reales sobre vehículos, nuevos o usados, ya sean aéreos, marítimos o terrestres por un valor igual o superior al equivalente a tres mil doscientas diez veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal, al día en que se realice el pago o se cumpla la obligación;”





� “ARTICULO 4o.- Los billetes del Banco de México tendrán poder liberatorio ilimitado y deberán contener una o varias características que permitan identificar su denominación a las personas invidentes.”





� “ARTICULO 5°.- Las monedas metálicas a que se refieren los incisos b) y siguientes del artículo 2o.  de esta ley, tendrán poder liberatorio limitado al valor de  cien piezas de cada denominación  en un mismo pago.”





� Son aplicables para el caso, en lo conducente, la tesis de jurisprudencia 1a./J. 104/2011, de la Novena Época, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  Tomo XXXIV, Septiembre de 2011,  Página 50, cuyo rubro y texto son:  “AMPARO CONTRA LEYES. LA INCONSTITUCIONALIDAD DE ÉSTAS PUEDE DERIVAR DE LA CONTRADICCIÓN CON OTRAS DE IGUAL JERARQUÍA, CUANDO SE DEMUESTRE VIOLACIÓN A LA GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA.- Los actos de autoridad de creación y vigencia de normas generales pueden combatirse en el juicio de garantías, con base en la infracción de exigencias que deben respetar, como las derivadas del proceso legislativo establecidas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, o incluso aquellas derivadas del respeto a la garantía de seguridad jurídica que comprende las denominadas sub-garantías de legalidad, fundamentación, motivación, competencia, irretroactividad y audiencia, cuya violación puede demostrarse no sólo a través de la exposición de una contradicción directa con el texto fundamental, sino mediante las incongruencias en el orden jurídico que revelen transgresión a esa garantía, como la contradicción entre normas secundarias, lo que implica vulneración indirecta al texto constitucional, sin embargo, en este último supuesto, el examen de las normas jurídicas relativas debe sustentarse no únicamente en afirmaciones tocantes a la incongruencia entre leyes secundarias, sino también en la precisión de las garantías individuales violadas, y en la demostración de que la norma aplicada es la que viola el orden constitucional y no exclusivamente el ordenamiento jurídico utilizado como parámetro comparativo para derivar la incongruencia o carencia de facultades, pues sólo de esa manera se podría demostrar que se aplicó en el acto reclamado una ley inconstitucional, de otra manera, por más inconstitucional que resultara la norma comparativa no aplicada, no podría concederse la protección federal.”


Y en lo conducente, la tesis 1a. CCCLXIX/2013 (10a.), de la Décima época, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 2, Enero de 2014, Tomo II, Página 1111, cuyo rubro y texto son: “CONTRADICCIÓN DE NORMAS SECUNDARIAS. SUPUESTOS EN QUE PUEDE TRASCENDER A UNA CUESTIÓN DE CONSTITUCIONALIDAD.- La resolución interpretativa de la probable tensión de sentidos normativos entre normas secundarias es una cuestión que, por regla general, es de legalidad, pues se refiere a la debida aplicación de la ley; sin embargo, por excepción puede generarse una cuestión de constitucionalidad cuando los efectos de esa posible contradicción trasciendan en perjuicio de un contenido constitucional o derecho humano. Ahora, si bien es cierto que esa trascendencia puede ser en perjuicio de cualquier contenido constitucional, también lo es que ésta generalmente se da en el principio de seguridad jurídica contenido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; no obstante, la actualización de dicha hipótesis requiere de una determinada evaluación, pues estimar que basta el señalamiento del recurrente en ese sentido para que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación proceda a resolver cuál debe ser la debida aplicación de las dos normas secundarias en contradicción, equivaldría a desdibujar sus elementos diferenciadores respecto de una cuestión de legalidad, con la implicación de frustrar el diseño institucional que anima al juicio de amparo directo. Por tanto, es necesario que el reclamo del recurrente encierre un planteamiento argumentativo de trascendencia al principio de seguridad jurídica en grado suficiente, esto es, que se trate de un alegato que combata, por ejemplo, el estado de indefensión de los ciudadanos, al abrir la discrecionalidad de la autoridad ante la falta de una respuesta jurídica al caso concreto por tener normas contradictorias; de ahí que el citado principio no pueda servir como equivalente a la prerrogativa de los justiciables para cuestionar las interpretaciones realizadas por los tribunales terminales en materia de legalidad, sino que ese derecho ha de entenderse como un contenido autónomo sobre el cual debe versar la cuestión planteada en el recurso de revisión, por ejemplo, por contravenir la proscripción de la arbitrariedad o impedir la previsibilidad de las consecuencias jurídicas de los actos de las personas.”


� Tesis Aislada, con registro 335251, de la Quinta Época, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Tomo XLV, pág. 2072, cuyo texto dice: “Una ley especial no puede ser derogada por una de carácter general, cuando no exista la disposición expresa; ya que, por principio de derecho, la oposición aparente que puede existir entre una ley general y una especial, debe interpretarse en el sentido de que la especial subsiste, como excepción a la de carácter general.”





� Tesis Aislada, con registro 289619, de la Quinta Época, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, tomo IV, pág. 366, cuyo texto dice” Es bien sabido en derecho, que las disposiciones especiales, como casos de excepción, son derogatorias de las reglas generales que contradicen.”





� Tesis Aislada, con registro 282406, de la Quinta Época, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, tomo XIX, pág. 54, cuyo texto dice: “No pueden ser aplicadas cuando, respecto del punto de que se trate, exista una disposición especial.”


� 32, fracción II, de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita.


� Es ilustrativa de lo anterior la tesis de jurisprudencia 1a./J. 2/2012 (9a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro V, Febrero de 2012, Tomo 1, Página:   533, cuyo rubro y texto son los siguientes: “RESTRICCIONES A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES. ELEMENTOS QUE EL JUEZ CONSTITUCIONAL DEBE TOMAR EN CUENTA PARA CONSIDERARLAS VÁLIDAS.- Ningún derecho fundamental es absoluto y en esa medida todos admiten restricciones. Sin embargo, la regulación de dichas restricciones no puede ser arbitraria. Para que las medidas emitidas por el legislador ordinario con el propósito de restringir los derechos fundamentales sean válidas, deben satisfacer al menos los siguientes requisitos: a) ser admisibles dentro del ámbito constitucional, esto es, el legislador ordinario sólo puede restringir o suspender el ejercicio de las garantías individuales con objetivos que puedan enmarcarse dentro de las previsiones de la Carta Magna; b) ser necesarias para asegurar la obtención de los fines que fundamentan la restricción constitucional, es decir, no basta que la restricción sea en términos amplios útil para la obtención de esos objetivos, sino que debe ser la idónea para su realización, lo que significa que el fin buscado por el legislador no se pueda alcanzar razonablemente por otros medios menos restrictivos de derechos fundamentales; y, c) ser proporcional, esto es, la medida legislativa debe respetar una correspondencia entre la importancia del fin buscado por la ley, y los efectos perjudiciales que produce en otros derechos e intereses constitucionales, en el entendido de que la persecución de un objetivo constitucional no puede hacerse a costa de una afectación innecesaria o desmedida a otros bienes y derechos constitucionalmente protegidos. Así, el juzgador debe determinar en cada caso si la restricción legislativa a un derecho fundamental es, en primer lugar, admisible dadas las previsiones constitucionales, en segundo lugar, si es el medio necesario para proteger esos fines o intereses constitucionalmente amparados, al no existir opciones menos restrictivas que permitan alcanzarlos; y en tercer lugar, si la distinción legislativa se encuentra dentro de las opciones de tratamiento que pueden considerarse proporcionales. De igual manera, las restricciones deberán estar en consonancia con la ley, incluidas las normas internacionales de derechos humanos, y ser compatibles con la naturaleza de los derechos amparados por la Constitución, en aras de la consecución de los objetivos legítimos perseguidos, y ser estrictamente necesarias para promover el bienestar general en una sociedad democrática.”


� “Artículo 32. Queda prohibido dar cumplimiento a obligaciones y, en y billetes, en moneda nacional o divisas y general, liquidar o pagar, así como aceptar la liquidación o el pago, de actos u operaciones mediante el uso de monedas Metales Preciosos, en los supuestos siguientes:…


II. Transmisiones de propiedad o constitución de derechos reales sobre vehículos, nuevos o usados, ya sean aéreos, marítimos o terrestres por un valor igual o superior al equivalente a tres mil doscientas diez veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal, al día en que se realice el pago o se cumpla la obligación;”





� Sirve de apoyo a lo anterior, en lo conducente, la tesis P. LXXXVIII/2000 de la Novena Época, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XI, Junio de 2000, Página: 28, cuyo rubro y texto son  “LIBERTAD DE COMERCIO. ALCANCES DE LO DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 5o. DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.- De la interpretación que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido sobre el artículo 5o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se desprende que, por un lado, la garantía de libre comercio no es absoluta, irrestricta e ilimitada, sino que requiere que la actividad que realice el gobernado sea lícita, es decir, que esté permitida por la ley; y, por el otro, que el propio precepto establece que su ejercicio sólo puede limitarse en dos supuestos: por determinación judicial, cuando se lesionen los derechos de tercero, o bien, por resolución gubernativa en los casos específicos que marque la ley, siempre y cuando se ofendan los derechos de la sociedad. Lo anterior implica que la garantía en cuestión será exigible en aquellos casos en que la actividad, aunque lícita, no afecte el interés público, entendido éste como el imperativo que subyace frente al derecho de los gobernados en lo individual que se traduce en la convivencia y bienestar social. En ese sentido, cuando a través de una resolución gubernativa se limite el ejercicio de la citada garantía, se requiere, necesariamente, que el ordenamiento que la restringe contenga un principio de razón legítima que sustente el interés de la sociedad y que tienda a proteger sus derechos.”


� Veintiséis de octubre de dos mil diez.





� “Como lo refiere el GAFI, no hay margen para la mejora significativa de la actual legislación en la materia y los negocios y profesiones no financieros, que son una pieza fundamental en la estrategia de prevención y combate en contra del lavado de dinero y financiamiento al terrorismo, puesto que carecen de regulación.- Dentro de los sujetos no financieros quedan comprendidos ciertos tipos de negocios y profesiones legítimas que por sus características propias pueden servir a la delincuencia organizada como medio de acceso de los recursos ilícitos a la economía formal, con la finalidad de ocultar su procedencia delictiva.- Como consecuencia de lo anterior, los sujetos no financieros deben ser eficazmente vinculados a la responsabilidad social y legal de actuar como "gatekeepers" (como se les conoce en las legislaciones avanzadas para combatir este delito) o sujetos de prevención de la realización de operaciones con recursos de procedencia ilícita y de financiamiento al terrorismo. Al respecto, la comunidad interJnacional y los expertos en la materia, insisten en la gran utilidad que conlleva para las estrategias de prevención y combate al lavado de dinero, la implementación de un régimen jurídico aplicable a sujetos de prevención no financieros.- En este sentido, el GAFI recomienda que los Estados adopten políticas adecuadas para incorporar a las industrias, negocios y profesiones -que por sus características propias pueden servir a la delincuencia organizada como medio de acceso de los recursos ilícitos a la economía formal- en la prevención de operaciones con recursos de procedencia ilícita, colaborando con las autoridades al reportar operaciones sospechosas de lavado de dinero y proporcionado información útil para tal efecto.- En vista de lo antes referido, se hace necesario que la política de prevención de lavado de dinero mexicana se articule de manera global y evolucione a semejanza de los modelos internacionales, tanto de América del Norte como Latinoamericanos y Europeos, que han adoptado las mejores prácticas internacionales, a efecto de que se incluya a todos los sectores susceptibles a recibir o realizar operaciones con fondos de procedencia ilícita.”


� “5.- Restricción de uso de efectivo e instrumentos monetarios.- Los diagnósticos nacionales e internacionales demuestran que uno de los principales mecanismos para llevar a cabo operaciones con recursos de procedencia ilícita y de financiamiento al terrorismo, se da a través del uso de efectivo -tanto en moneda nacional como en divisas-. Esto con el propósito de evadir el rastro que podría dejarse en las instituciones que integran el sistema financiero y, en consecuencia, dificultar su seguimiento. Por tal motivo, la presente iniciativa propone restringir el uso de efectivo e instrumentos monetarios.- Con la finalidad de evitar que la delincuencia haga un mal uso del efectivo, así como para fomentar la formalización de la economía, se proponen las siguientes medidas…5.2. Por otro lado, se prevé que las operaciones que a continuación se listan, por montos iguales o superiores a la cantidad equivalente a dos mil quinientas veces el Salario Mínimo General Vigente en el Distrito Federal, deberán realizarse por medio de cualquier instrumento o medio de pago bancario o financiero reconocido por la Ley.: *La comercialización, compraventa y arrendamiento de vehículos automotores, aeronaves y embarcaciones, nuevos o usados; el servicio de blindaje de vehículos y bienes inmuebles; y, la compraventa de metales, piedras preciosas o joyas y relojes…”��


� A fin de evitar que el crimen organizado coloque el alto volumen de efectivo que genera su actividad criminal, dentro de la economía formal, así como limitar, en la medida de lo posible, que lleve a cabo actividades de lavado de dinero protegido por el anonimato que el uso del efectivo permite. Fines establecidos en el Dictamen de las Comisiones Unidas de Justicia, Gobernación y Estudios Legislativos del Senado de la República de once de octubre de dos mil once para la Ley Federal de Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita.


� “Artículo 13. Para el cumplimiento del objeto de la presente Ley las Entidades Financieras se regirán por las disposiciones de la misma, así como por las Leyes que especialmente las regulan de acuerdo con sus actividades y operaciones específicas.


Artículo 14. Para los efectos de esta Sección, los actos, operaciones y servicios que realizan las Entidades Financieras de conformidad con las leyes que en cada caso las regulan, se consideran Actividades Vulnerables, las cuales se regirán en los términos de esta Sección.


Artículo 15. Las Entidades Financieras, respecto de las Actividades Vulnerables en las que participan, tienen de conformidad con esta Ley y con las leyes que especialmente las regulan, las siguientes obligaciones:


I. Establecer medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos, omisiones u operaciones que pudieran ubicarse en los supuestos previstos en el Capítulo II del Título Vigésimo Tercero del Código Penal Federal, así como para identificar a sus clientes y usuarios; de conformidad con lo establecido por los artículos 115 de la Ley de Instituciones de Crédito; 87-D, 95 y 95 Bis de la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito; 129 de la Ley de Uniones de Crédito; 124 de la Ley de Ahorro y Crédito Popular; 71 y 72 de la Ley para Regular las Actividades de las Sociedades Cooperativas de Ahorro y Préstamo; 212 de la Ley del Mercado de Valores; 91 de la Ley de Sociedades de Inversión; 108 Bis de la Ley de los Sistemas de Ahorro para el Retiro; 140 de la Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros, y 112 de la Ley Federal de Instituciones de Fianzas;


II. Presentar ante la Secretaría los reportes sobre actos, operaciones y servicios que realicen con sus clientes y lleven a cabo miembros del consejo administrativo, apoderados, directivos y empleados de la propia entidad que pudieren ubicarse en lo previsto en la fracción I de este artículo o que, en su caso, pudiesen contravenir o vulnerar la adecuada aplicación de las disposiciones señaladas;


III. Entregar a la Secretaría, por conducto del órgano desconcentrado competente, información y documentación relacionada con los actos, operaciones y servicios a que se refiere este artículo, y


IV. Conservar, por al menos diez años, la información y documentación relativas a la identificación de sus clientes y usuarios o quienes lo hayan sido, así como la de aquellos actos, operaciones y servicios reportados conforme al presente artículo, sin perjuicio de lo establecido en este u otros ordenamientos aplicables.


Artículo 16. La supervisión, verificación y vigilancia del cumplimiento de las obligaciones a que se refiere esta Sección y las disposiciones de las leyes que especialmente regulen a las Entidades Financieras se llevarán a cabo, según corresponda, por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas, la Comisión Nacional del Sistema de Ahorro para el Retiro o el Servicio de Administración Tributaria.


Los órganos desconcentrados referidos en el párrafo anterior, en el ámbito de sus respectivas competencias, emitirán los criterios y políticas generales para supervisar a las Entidades Financieras respecto del cumplimiento de las obligaciones previstas en esta Sección. La Secretaría coadyuvará con dichos órganos desconcentrados para procurar la homologación de tales criterios y políticas.”





� “Artículo 17.- Para efectos de esta Ley se entenderán Actividades Vulnerables y, por tanto, objeto de identificación en términos del artículo siguiente, las que a continuación se enlistan:-  I. Las vinculadas a la práctica de juegos con apuesta, concursos o sorteos que realicen organismos descentralizados conforme a las disposiciones legales aplicables, o se lleven a cabo al amparo de los permisos vigentes concedidos por la Secretaría de Gobernación bajo el régimen de la Ley Federal de Juegos y Sorteos y su Reglamento. En estos casos, únicamente cuando se lleven a cabo bajo las siguientes modalidades y montos:-  La venta de boletos, fichas o cualquier otro tipo de comprobante similar para la práctica de dichos juegos, concursos o sorteos, así como el pago del valor que representen dichos boletos, fichas o recibos o, en general, la entrega o pago de premios y la realización de cualquier operación financiera, ya sea que se lleve a cabo de manera individual o en serie de transacciones vinculadas entre sí en apariencia, con las personas que participen en dichos juegos, concursos o sorteos, siempre que el valor de cualquiera de esas operaciones sea por una cantidad igual o superior al equivalente a trescientas veinticinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal.-  Serán objeto de Aviso ante la Secretaría las actividades anteriores, cuando el monto del acto u operación sea igual o superior al equivalente a seiscientas cuarenta y cinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal.


II. La emisión o comercialización, habitual o profesional, de tarjetas de servicios, de crédito, de tarjetas prepagadas y de todas aquellas que constituyan instrumentos de almacenamiento de valor monetario, que no sean emitidas o comercializadas por Entidades Financieras. Siempre y cuando, en función de tales actividades: el emisor o comerciante de dichos instrumentos mantenga una relación de negocios con el adquirente; dichos instrumentos permitan la transferencia de fondos, o su comercialización se haga de manera ocasional. En el caso de tarjetas de servicios o de crédito, cuando el gasto mensual acumulado en la cuenta de la tarjeta sea igual o superior al equivalente a ochocientas cinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal. En el caso de tarjetas prepagadas, cuando su comercialización se realice por una cantidad igual o superior al equivalente a seiscientas cuarenta y cinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal, por operación. Los demás instrumentos de almacenamiento de valor monetario serán regulados en el Reglamento de esta Ley.- Serán objeto de Aviso ante la Secretaría, en el caso de tarjetas de servicios o de crédito, cuando el gasto mensual acumulado en la cuenta de la tarjeta sea igual o superior al equivalente a un mil doscientas ochenta y cinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal. En el caso de tarjetas prepagadas, cuando se comercialicen por una cantidad igual o superior al equivalente a seiscientas cuarenta y cinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal;


III. La emisión y comercialización habitual o profesional de cheques de viajero, distinta a la realizada por las Entidades Financieras.- Serán objeto de Aviso ante la Secretaría cuando la emisión o comercialización de los cheques de viajero sea igual o superior al equivalente a seiscientas cuarenta y cinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal;- 


IV. El ofrecimiento habitual o profesional de operaciones de mutuo o de garantía o de otorgamiento de préstamos o créditos, con o sin garantía, por parte de sujetos distintos a las Entidades Financieras.- Serán objeto de Aviso ante la Secretaría cuando el acto u operación sea por una cantidad igual o superior al equivalente a un mil seiscientas cinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal;- 


V. La prestación habitual o profesional de servicios de construcción o desarrollo de bienes inmuebles o de intermediación en la transmisión de la propiedad o constitución de derechos sobre dichos bienes, en los que se involucren operaciones de compra o venta de los propios bienes por cuenta o a favor de clientes de quienes presten dichos servicios.- Serán objeto de Aviso ante la Secretaría cuando el acto u operación sea por una cantidad igual o superior al equivalente a ocho mil veinticinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal;- 


VI. La comercialización o intermediación habitual o profesional de Metales Preciosos, Piedras Preciosas, joyas o relojes, en las que se involucren operaciones de compra o venta de dichos bienes en actos u operaciones cuyo valor sea igual o superior al equivalente a ochocientas cinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal, con excepción de aquellos en los que intervenga el Banco de México.- Serán objeto de Aviso ante la Secretaría cuando quien realice dichas actividades lleve a cabo una operación en efectivo con un cliente por un monto igual o superior o equivalente a un mil seiscientas cinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal;- 


VII. La subasta o comercialización habitual o profesional de obras de arte, en las que se involucren operaciones de compra o venta de dichos bienes realizadas por actos u operaciones con un valor igual o superior al equivalente a dos mil cuatrocientas diez veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal.-  Serán objeto de Aviso ante la Secretaría las actividades anteriores, cuando el monto del acto u operación sea igual o superior al equivalente a cuatro mil ochocientas quince veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal;- 


VIII. La comercialización o distribución habitual profesional de vehículos, nuevos o usados, ya sean aéreos, marítimos o terrestres con un valor igual o superior al equivalente a tres mil doscientas diez veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal.- Serán objeto de Aviso ante la Secretaría las actividades anteriores, cuando el monto del acto u operación sea igual o superior al equivalente a seis mil cuatrocientas veinte veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal;


IX. La prestación habitual o profesional de servicios de blindaje de vehículos terrestres, nuevos o usados, así como de bienes inmuebles, por una cantidad igual o superior al equivalente a dos mil cuatrocientas diez veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal.-  Serán objeto de Aviso ante la Secretaría las actividades anteriores, cuando el monto del acto u operación sea igual o superior al equivalente a cuatro mil ochocientas quince veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal;- 


X. La prestación habitual o profesional de servicios de traslado o custodia de dinero o valores, con excepción de aquellos en los que intervenga el Banco de México y las instituciones dedicadas al depósito de valores.


Serán objeto de Aviso ante la Secretaría cuando el traslado o custodia sea por un monto igual o superior al equivalente a tres mil doscientas diez veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal;


XI. La prestación de servicios profesionales, de manera independiente, sin que medie relación laboral con el cliente respectivo, en aquellos casos en los que se prepare para un cliente o se lleven a cabo en nombre y representación del cliente cualquiera de las siguientes operaciones:


a) La compraventa de bienes inmuebles o la cesión de derechos sobre estos;


b) La administración y manejo de recursos, valores o cualquier otro activo de sus clientes;


c) El manejo de cuentas bancarias, de ahorro o de valores;


d) La organización de aportaciones de capital o cualquier otro tipo de recursos para la constitución, operación y administración de sociedades mercantiles, o


e) La constitución, escisión, fusión, operación y administración de personas morales o vehículos corporativos, incluido el fideicomiso y la compra o venta de entidades mercantiles.


Serán objeto de Aviso ante la Secretaría cuando el prestador de dichos servicios lleve a cabo, en nombre y representación de un cliente, alguna operación financiera que esté relacionada con las operaciones señaladas en los incisos de esta fracción, con respeto al secreto profesional y garantía de defensa en términos de esta Ley;


XII. La prestación de servicios de fe pública, en los términos siguientes:


A. Tratándose de los notarios públicos:


a) La transmisión o constitución de derechos reales sobre inmuebles, salvo las garantías que se constituyan en favor de instituciones del sistema financiero u organismos públicos de vivienda.


Estas operaciones serán objeto de Aviso ante la Secretaría cuando en los actos u operaciones el precio pactado, el valor catastral o, en su caso, el valor comercial del inmueble, el que resulte más alto, o en su caso el monto garantizado por suerte principal, sea igual o superior al equivalente en moneda nacional a dieciséis mil veces el salario mínimo general diario vigente para el Distrito Federal;


b) El otorgamiento de poderes para actos de administración o dominio otorgados con carácter irrevocable. Las operaciones previstas en este inciso siempre serán objeto de Aviso;


c) La constitución de personas morales, su modificación patrimonial derivada de aumento o disminución de capital social, fusión o escisión, así como la compraventa de acciones y partes sociales de tales personas.


Serán objeto de Aviso cuando las operaciones se realicen por un monto igual o superior al equivalente a ocho mil veinticinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal;


d) La constitución o modificación de fideicomisos traslativos de dominio o de garantía sobre inmuebles, salvo los que se constituyan para garantizar algún crédito a favor de instituciones del sistema financiero u organismos públicos de vivienda.


Serán objeto de Aviso cuando las operaciones se realicen por un monto igual o superior al equivalente a ocho mil veinticinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal;


e) El otorgamiento de contratos de mutuo o crédito, con o sin garantía, en los que el acreedor no forme parte del sistema financiero o no sea un organismo público de vivienda.


Las operaciones previstas en este inciso, siempre serán objeto de Aviso.


B. Tratándose de los corredores públicos:


a) La realización de avalúos sobre bienes con valor igual o superior al equivalente a ocho mil veinticinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal;


b) La constitución de personas morales mercantiles, su modificación patrimonial derivada de aumento o disminución de capital social, fusión o escisión, así como la compraventa de acciones y partes sociales de personas morales mercantiles;


c) La constitución, modificación o cesión de derechos de fideicomiso, en los que de acuerdo con la legislación aplicable puedan actuar;


d) El otorgamiento de contratos de mutuo mercantil o créditos mercantiles en los que de acuerdo con la legislación aplicable puedan actuar y en los que el acreedor no forme parte del sistema financiero.


Serán objeto de Aviso ante la Secretaría los actos u operaciones anteriores en términos de los incisos de este apartado.


C. Por lo que se refiere a los servidores públicos a los que las leyes les confieran la facultad de dar fe pública en el ejercicio de sus atribuciones previstas en el artículo 3, fracción VII de esta Ley.


XIII. La recepción de donativos, por parte de las asociaciones y sociedades sin fines de lucro, por un valor igual o superior al equivalente a un mil seiscientas cinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal.


Serán objeto de Aviso ante la Secretaría cuando los montos de las donaciones sean por una cantidad igual o superior al equivalente a tres mil doscientas diez veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal;


XIV. La prestación de servicios de comercio exterior como agente o apoderado aduanal, mediante autorización otorgada por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, para promover por cuenta ajena, el despacho de mercancías, en los diferentes regímenes aduaneros previstos en la Ley Aduanera, de las siguientes mercancías:


a) Vehículos terrestres, aéreos y marítimos, nuevos y usados, cualquiera que sea el valor de los bienes;


b) Máquinas para juegos de apuesta y sorteos, nuevas y usadas, cualquiera que sea el valor de los bienes;


c) Equipos y materiales para la elaboración de tarjetas de pago, cualquiera que sea el valor de los bienes;


d) Joyas, relojes, Piedras Preciosas y Metales Preciosos, cuyo valor individual sea igual o superior al equivalente a cuatrocientas ochenta y cinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal;


e) Obras de arte, cuyo valor individual sea igual o superior al equivalente a cuatro mil ochocientas quince veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal;


f) Materiales de resistencia balística para la prestación de servicios de blindaje de vehículos, cualquiera que sea el valor de los bienes.


Las actividades anteriores serán objeto de Aviso en todos los casos antes señalados, atendiendo lo establecido en el artículo 19 de la presente Ley;


XV. La constitución de derechos personales de uso o goce de bienes inmuebles por un valor mensual superior al equivalente a un mil seiscientas cinco veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal, al día en que se realice el pago o se cumpla la obligación.


Serán objeto de Aviso ante la Secretaría las actividades anteriores, cuando el monto del acto u operación mensual sea igual o superior al equivalente a tres mil doscientas diez veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal.


Los actos u operaciones que se realicen por montos inferiores a los señalados en las fracciones anteriores no darán lugar a obligación alguna. No obstante, si una persona realiza actos u operaciones por una suma acumulada en un periodo de seis meses que supere los montos establecidos en cada supuesto para la formulación de Avisos, podrá ser considerada como operación sujeta a la obligación de presentar los mismos para los efectos de esta Ley.


La Secretaría podrá determinar mediante disposiciones de carácter general, los casos y condiciones en que las Actividades sujetas a supervisión no deban ser objeto de Aviso, siempre que hayan sido realizadas por conducto del sistema financiero.


Artículo 18. Quienes realicen las Actividades Vulnerables a que se refiere el artículo anterior tendrán las obligaciones siguientes:


I. Identificar a los clientes y usuarios con quienes realicen las propias Actividades sujetas a supervisión y verificar su identidad basándose en credenciales o documentación oficial, así como recabar copia de la documentación;


II. Para los casos en que se establezca una relación de negocios, se solicitará al cliente o usuario la información sobre su actividad u ocupación, basándose entre otros, en los avisos de inscripción y actualización de actividades presentados para efectos del Registro Federal de Contribuyentes;


III. Solicitar al cliente o usuario que participe en Actividades Vulnerables información acerca de si tiene conocimiento de la existencia del dueño beneficiario y, en su caso, exhiban documentación oficial que permita identificarlo, si ésta obrare en su poder; en caso contrario, declarará que no cuenta con ella;


IV. Custodiar, proteger, resguardar y evitar la destrucción u ocultamiento de la información y documentación que sirva de soporte a la Actividad Vulnerable, así como la que identifique a sus clientes o usuarios.


La información y documentación a que se refiere el párrafo anterior deberá conservarse de manera física o electrónica, por un plazo de cinco años contado a partir de la fecha de la realización de la Actividad Vulnerable, salvo que las leyes de la materia de las entidades federativas establezcan un plazo diferente;


V. Brindar las facilidades necesarias para que se lleven a cabo las visitas de verificación en los términos de esta Ley, y


VI. Presentar los Avisos en la Secretaría en los tiempos y bajo la forma prevista en esta Ley.


Artículo 19. El Reglamento de la Ley establecerá medidas simplificadas para el cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo anterior, en función del nivel de riesgo de las Actividades Vulnerables y de quienes las realicen.


Asimismo, el Reglamento deberá considerar como medio de cumplimiento alternativo de las obligaciones señaladas en los artículos anteriores, el cumplimiento, en tiempo y forma, que los particulares realicen de otras obligaciones a su cargo, establecidas en leyes especiales, que impliquen proporcionar la misma información materia de los Avisos establecidos por esta Ley; para ello la Secretaría tomará en consideración la información proporcionada en formatos, registros, sistemas y cualquier otro medio al que tenga acceso.


Artículo 20. Las personas morales que realicen Actividades Vulnerables deberán designar ante la Secretaría a un representante encargado del cumplimiento de las obligaciones derivadas de esta Ley, y mantener vigente dicha designación, cuya identidad deberá resguardarse en términos del artículo 38 de esta Ley.


En tanto no haya un representante o la designación no esté actualizada, el cumplimiento de las obligaciones que esta Ley señala, corresponderá a los integrantes del órgano de administración o al administrador único de la persona moral.


Las personas físicas tendrán que cumplir, en todos los casos, personal y directamente con las obligaciones que esta Ley establece, salvo en el supuesto previsto en la Sección Tercera del Capítulo III de esta Ley.


Artículo 21. Los clientes o usuarios de quienes realicen Actividades Vulnerables les proporcionarán a éstos la información y documentación necesaria para el cumplimiento de las obligaciones que esta Ley establece.


Quienes realicen las Actividades Vulnerables deberán abstenerse, sin responsabilidad alguna, de llevar a cabo el acto u operación de que se trate, cuando sus clientes o usuarios se nieguen a proporcionarles la referida información o documentación a que se refiere el párrafo anterior.


Artículo 22. La presentación ante la Secretaría de los Avisos, información y documentación a que se refiere esta Ley, por parte de quienes realicen las Actividades Vulnerables no implicará para éstos, transgresión alguna a las obligaciones de confidencialidad o secreto legal, profesional, fiscal, bancario, fiduciario o cualquier otro que prevean las leyes, ni podrá ser objeto de cláusula de confidencialidad en convenio, contrato o acto jurídico alguno.”


� Artículo 15, fracción IV, de la Ley impugnada. 





� Artículo 18,  fracción IV, de la Ley impugnada. 


� Es ilustrativa la tesis P. LXXXVIII/2000 de la Novena Época, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XI, Junio de 2000, Página 28, cuyo rubro y texto dicen: “LIBERTAD DE COMERCIO. ALCANCES DE LO DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 5o. DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.- De la interpretación que esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido sobre el artículo 5o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se desprende que, por un lado, la garantía de libre comercio no es absoluta, irrestricta e ilimitada, sino que requiere que la actividad que realice el gobernado sea lícita, es decir, que esté permitida por la ley; y, por el otro, que el propio precepto establece que su ejercicio sólo puede limitarse en dos supuestos: por determinación judicial, cuando se lesionen los derechos de tercero, o bien, por resolución gubernativa en los casos específicos que marque la ley, siempre y cuando se ofendan los derechos de la sociedad. Lo anterior implica que la garantía en cuestión será exigible en aquellos casos en que la actividad, aunque lícita, no afecte el interés público, entendido éste como el imperativo que subyace frente al derecho de los gobernados en lo individual que se traduce en la convivencia y bienestar social. En ese sentido, cuando a través de una resolución gubernativa se limite el ejercicio de la citada garantía, se requiere, necesariamente, que el ordenamiento que la restringe contenga un principio de razón legítima que sustente el interés de la sociedad y que tienda a proteger sus derechos.”


Amparo en revisión 2352/97. ********** 6 de marzo de 2000. Mayoría de ocho votos. Disidentes: Presidente Genaro David Góngora Pimentel, José Vicente Aguinaco Alemán y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretario: Eduardo Ferrer Mac Gregor Poisot.


Amparo en revisión 222/98. ********* 6 de marzo de 2000. Mayoría de ocho votos. Disidentes: Presidente Genaro David Góngora Pimentel, José Vicente Aguinaco Alemán y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Alfredo E. Báez López.


Amparo en revisión 2231/98. ********* de C.V. 6 de marzo de 2000. Mayoría de ocho votos. Disidentes: Presidente Genaro David Góngora Pimentel, José Vicente Aguinaco Alemán y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Alfredo E. Báez López.


El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy veintinueve de mayo en curso, aprobó, con el número LXXXVIII/2000, la tesis aislada que antecede; y determinó que la votación es idónea para integrar tesis jurisprudencial. México, Distrito Federal, a veintinueve de mayo de dos mil.


� Es ilustrativo de lo anterior, la tesis de jurisprudencia P./J. 43/2014 (10a.) de la Décima Época, visible en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 7, Junio de 2014, Tomo I, página 41. Cuyo rubro y texto son:   “PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. ESTE PRINCIPIO ES APLICABLE AL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR, CON MATICES O MODULACIONES.- El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis aislada P. XXXV/2002, sostuvo que, de la interpretación armónica y sistemática de los artículos 14, párrafo segundo, 16, párrafo primero, 19, párrafo primero, 21, párrafo primero y 102, apartado A, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008), deriva implícitamente el principio de presunción de inocencia; el cual se contiene de modo expreso en los diversos artículos 8, numeral 2, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14, numeral 2, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; de ahí que, al ser acordes dichos preceptos -porque tienden a especificar y a hacer efectiva la presunción de inocencia-, deben interpretarse de modo sistemático, a fin de hacer valer para los gobernados la interpretación más favorable que permita una mejor impartición de justicia de conformidad con el numeral 1o. constitucional. Ahora bien, uno de los principios rectores del derecho, que debe ser aplicable en todos los procedimientos de cuyo resultado pudiera derivar alguna pena o sanción como resultado de la facultad punitiva del Estado, es el de presunción de inocencia como derecho fundamental de toda persona, aplicable y reconocible a quienes pudiesen estar sometidos a un procedimiento administrativo sancionador y, en consecuencia, soportar el poder correctivo del Estado, a través de autoridad competente. En ese sentido, el principio de presunción de inocencia es aplicable al procedimiento administrativo sancionador -con matices o modulaciones, según el caso- debido a su naturaleza gravosa, por la calidad de inocente de la persona que debe reconocérsele en todo procedimiento de cuyo resultado pudiera surgir una pena o sanción cuya consecuencia procesal, entre otras, es desplazar la carga de la prueba a la autoridad, en atención al derecho al debido proceso."


Contradicción de tesis 200/2013. Entre las sustentadas por la Primera y la Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 28 de enero de 2014. Mayoría de nueve votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Sergio A. Valls Hernández, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Juan N. Silva Meza; votaron en contra: Luis María Aguilar Morales y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.


� Resulta ilustrativo de lo anterior, la parte conducente de la exposición de motivos de la ley impugnada, que dice: “5.- Restricción de uso de efectivo e instrumentos monetarios.-  Los diagnósticos nacionales e internacionales demuestran que uno de los principales mecanismos para llevar a cabo operaciones con recursos de procedencia ilícita y de financiamiento al terrorismo, se da a través del uso de efectivo -tanto en moneda nacional como en divisas-. Esto con el propósito de evadir el rastro que podría dejarse en las instituciones que integran el sistema financiero y, en consecuencia, dificultar su seguimiento. Por tal motivo, la presente iniciativa propone restringir el uso de efectivo e instrumentos monetarios.- Con la finalidad de evitar que la delincuencia haga un mal uso del efectivo, así como para fomentar la formalización de la economía, se proponen las siguientes medidas:-  5.1. Cualquier acto jurídico consistente en la constitución o transmisión de derechos sobre bienes inmuebles, independientemente de su valor o monto, se deberán realizar mediante cualquier medio o instrumento de pago bancario o financiero reconocido por la ley, distinto al efectivo, en moneda nacional o divisas, metales preciosos o cheques de viajero. Dicha operación deberá de ser incorporada al Registro Único de Identificación y Datos.-  5.2. Por otro lado, se prevé que las operaciones que a continuación se listan, por montos iguales o superiores a la cantidad equivalente a dos mil quinientas veces el Salario Mínimo General Vigente en el Distrito Federal, deberán realizarse por medio de cualquier instrumento o medio de pago bancario o financiero reconocido por la Ley.:-  �
 La comercialización, compraventa y arrendamiento de vehículos automotores, aeronaves y embarcaciones, nuevos o usados; el servicio de blindaje de vehículos y bienes inmuebles; y, la compraventa de metales, piedras preciosas o joyas y relojes…”�
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